
GACETA DEL CONGRESO  499  Lunes, 9 de agosto de 2010 Página 1

P R O Y E C T O S   D E   L E Y

(Artículo 36,  Ley 5a. de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XIX - Nº 499 Bogotá D. C., lunes, 9 de agosto de 2010  EDICIÓN  DE  28  PÁGINAS

DIRECTORES: 

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

S E N A D O   D E   L A   R E P Ú B L I C A

JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G A C E T A   D E L   C O N G R E S O
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

PROYECTO DE LEY NÚMERO 83 DE 2010 
SENADO

por la cual se adicionan, el inciso 2° del artículo 1° 
(objeto) y el inciso 2° del artículo 8°, de la Ley 1259 
del 19 de diciembre de 2008 “por medio de la cual 
se instaura en el territorio nacional la aplicación del 
comparendo ambiental a los infractores de las nor-
mas de aseo, limpieza y recolección de escombros; y 

se dictan otras disposiciones”.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese el inciso 2° del artículo 

1° de la Ley 1259 del 19 de diciembre de 2008, el 
cual quedará así:

“Artículo 1°. Objeto.���������	�	�	
������
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ley es crear e implementar el Comparendo Ambien-
tal como instrumento de cultura ciudadana, sobre el 
adecuado manejo de residuos sólidos y escombros, 
previendo la afectación del medio ambiente y la salud 
pública, mediante sanciones pedagógicas y econó-
micas a todas aquellas personas naturales o jurídicas 
que infrinjan la normatividad existente en materia de 
residuos sólidos; así como propiciar el fomento de 
estímulos a las buenas prácticas ambientalistas.

Esta ley busca aplicar los instrumentos lega-
les para proteger desde la fraternidad social y la 
recuperación ambiental, a los hombres y mujeres 
que trabajan en la actividad del reciclaje exclu-
yendo el ejercicio arbitrario de la facultad sancio-
natoria frente a la población vulnerable y garan-
tizando plenamente el derecho al trabajo.

Artículo 2°. Adiciónense los incisos 2° y 3° del 
artículo 8° de la Ley 1259 del 19 de diciembre de 
2008, el cual quedará así:

Artículo 8°. De la instauración del comparendo 
ambiental. En todos los municipios de Colombia se 
instaurará el instrumento de Comparendo Ambien-
tal, para lo cual los Concejos Municipales deberán 
aprobar su reglamentación a través de un acuerdo 
municipal.

Es responsabilidad de las Alcaldías y Concejos 
Municipales que en los actos administrativos ex-
pedidos en desarrollo de la presente Ley estimu-
len a la sociedad a entender y proteger la activi-
dad del reciclaje y la recuperación ambiental, así 
como propender por incentivar la asociatividad 
dentro de la población de recuperadores ambien-
tales y hacer expresos esfuerzos en la protección 
de esta población, quienes deberán hacer la re-
colección de los residuos en forma organizada y 
limpia.

La Mesa Nacional de Reciclaje se reunirá por 
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evaluar los efectos de la instauración del compa-
rendo ambiental.

Parágrafo. Los concejos municipales tendrán un 
plazo máximo de (1) un año a partir de la vigencia de 
la presente ley para aprobar los respectivos acuerdos 
municipales reglamentarios del presente comparen-
do ambiental.

Senador de la República,
Juan Francisco Lozano Ramírez.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Importancia de la protección de la población  

vulnerable en el Estado Social de Derecho
Desde la expedición de la Constitución de 1991 se 

apiló una teoría que en adelante direccionaría toda la 
política estatal colombiana hacia una sociedad inclu-
yente, igualitaria y justa, mediante el fortalecimiento 
y garantía de los derechos esenciales necesarios para 
que cada individuo pueda mantener un nivel de vida 
en condiciones de dignidad para sí mismo y para su 
familia.

Esta teoría se convirtió en uno de los principa-
les retos de nuestra sociedad, es así como hoy existe 
preponderancia en velar por los derechos sociales 
individualmente considerados, garantizando así la 
protección de los más desfavorecidos mediante la 
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recho al trabajo en condiciones igualitarias y dignas, 
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educación, vivienda y salud; que al usarlas el indivi-
duo pueda competir en condiciones de igualdad real 
con respecto a las personas con recursos económicos 
y sociales más favorecidos.

Con las herramientas constitucionales, princi-
palmente con el artículo 1° de la Constitución Na-
cional, el constituyente quiso que las personas que 
se encontraran en estados de marginalidad no sólo 
económica, sino social fueran especialmente prote-
gidas por el Estado y es allí donde concurren las pa-
labras Estado Social y Derecho, en efecto el Estado 
Social de Derecho obliga a los legisladores a usar 
su potestad de creador del derecho para propender 
por la defensa de los menos favorecidos y darles 
herramientas para que ellos puedan desarrollar su 
labor en medio de un ambiente social incluyente, 
igualitario y respetuoso.

La población recicladora, en nuestro país hace 
parte de ese sector marginal que por años ha venido 
siendo vista con cierto desdén por la sociedad a la 
cual pertenecen, es claro que en nuestro país no exis-
te una cultura de respeto hacia ciertas profesiones, 
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mente en la forma de tratar a la misma.

LA APLICACIÓN DE LA FACULTAD SAN-
CIONATORIA FRENTE A LOS RECUPERA-
DORES AMBIENTALES

Por ello, con el presente proyecto de adición legal 
se busca aclarar que la norma que se adiciona en nin-
gún caso pretende usar la facultad sancionadora de 
manera arbitraria frente a personas vulnerables que 
desde hace más de 70 años han venido realizando un 
trabajo excepcional en la recuperación de materia-
les reciclables labor que necesariamente disminuye 
la cantidad de basura que termina en los diferentes 
rellenos del país.

Es claro que usar de manera arbitraria la potestad 
sancionatoria incluida en la ley que se adiciona, fren-
te a los recuperadores ambientales contribuiría a la 
desigualdad social, disminuiría el desarrollo de sus 
aptitudes laborales, limitaría los derechos y oportu-
nidades laborales que ellos encuentran en su profe-
sión en detrimento de nuestro medio ambiente, pues 
como se mencionó anteriormente, este conglomera-
do de personas hacen mucho por la sostenibilidad 
ambiental del país.

Lo anterior, en concordancia con la Sentencia 
C-793 de 2009, expedida por la honorable Corte 
Constitucional, en la cual declara la exequibilidad 
condicionada de los artículos 6°, 14 y 15 de la Ley 
1259 de 2008, bajo el entendido de que la imposición 
del comparendo ambiental no podrá impedir el ejer-
cicio efectivo de la actividad realizada por los reci-
cladores informales.

En consecuencia y teniendo en cuenta que sóli-
das empresas están interviniendo en la labor de la 
recuperación de desechos, relegando cada vez más 
a los recuperadores ambientales a un segundo plano, 
el artículo 2° del presente proyecto de ley conmina 
a los alcaldes y concejales a propender por ofrecer 
garantías y estimulaciones que les permita consoli-
darse en sociedades o cooperativas que proporcionen 
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Seguridad Social, Caja de Compensación Familiar, 
Riesgos Profesionales, Capacitaciones, entre otros, 
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nales como el Mínimo Vital, el Derecho al Trabajo y 
a la Igualdad Real y Efectiva.

Respetuosamente,
Senador de la República,

Juan Francisco Lozano Ramírez.
����������������!"#$
LEY 1259 DE 2008

(diciembre 19)
por medio de la cual se instaura en el territorio na-
cional la aplicación del comparendo ambiental a los 
infractores de las normas de aseo, limpieza y recolec-
ción de escombros; y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto!� ��� �����	�	� 	
� ��� ��
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ley es crear e implementar el Comparendo Ambien-
tal como instrumento de cultura ciudadana, sobre el 
adecuado manejo de residuos sólidos y escombros, 
previendo la afectación del medio ambiente y la salud 
pública, mediante sanciones pedagógicas y econó-
micas a todas aquellas personas naturales o jurídicas 
que infrinjan la normatividad existente en materia de 
residuos sólidos; así como propiciar el fomento de 
estímulos a las buenas prácticas ambientalistas.

Artículo 2°. Breviario de términos!�%���
�����	
�
facilitar la comprensión de esta ley, se dan las si-
���
��

�	
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1. Residuo sólido. Todo tipo de material, orgánico 
o inorgánico, y de naturaleza compacta, que ha sido 
desechado luego de consumir su parte vital.

2. Residuo sólido recuperable. Todo tipo de resi-
duo sólido al que, mediante un debido tratamiento, 
se le puede devolver su utilidad original u otras uti-
lidades.

3. Residuo sólido orgánico. Todo tipo de residuo, 
originado a partir de un ser compuesto de órganos 
naturales.

4. Residuo sólido inorgánico. Todo tipo de resi-
	���
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creado por el hombre.

5. Separación en la fuente. Acción de separar los 
residuos sólidos orgánicos y los inorgánicos, desde 
el sitio donde estos se producen.

6. Reciclar. Proceso por medio del cual a un resi-
duo sólido se le recuperan su forma y utilidad origi-
nal, u otras.

�!�'�����	
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bientalmente acondicionado, donde se deposita la 
basura. A este sitio se le denomina Relleno Sanitario.

8. Lixiviado. Sustancia líquida, de color amarillo 
y naturaleza ácida que supura la basura o residuo or-
gánico, como uno de los productos derivados de su 
descomposición.

9. Escombro. Todo tipo de residuo sólido, resul-
tante de demoliciones, reparación de inmuebles o 
construcción de obras civiles; es decir, los sobrantes 
de cualquier acción que se ejerza en las estructuras 
urbanas.

10. Escombrera. Lugar, técnica y ambientalmente 
acondicionado para depositar escombros.
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11. Espacio público. Todo lugar del cual hace uso 
la comunidad.

12. Medio ambiente. Interrelación que se estable-
ce entre el hombre y su entorno, sea este de carácter 
�������������������!

Artículo 3°. Breviario de leyes y normas. Las si-
guientes leyes y códigos, relacionados con el buen 
manejo de la basura y escombros por parte de la co-
munidad, y cuyo efectivo cumplimiento se logrará 
por medio de la aplicación del Comparendo Ambien-
tal, son:

+�Ley 142 de 1994, sobre Servicios Públicos Do-
miciliarios.

+�Ley 286 de julio de 1996, con la cual se modi-
�������
�Leyes 142 y 143 de 1994.

+�Decreto 548 de marzo de 1995, por el cual se 
compilan las funciones de la Superintendencia de 
Servicios Públicos.

+� Decreto 605 de 1996, sobre prohibiciones y 
sanciones relativas al servicio público de aseo. Artí-
culos 104, 105, 106, 107.

+�/��
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tablece la citación ambiental a los usuarios por con-
ductas sancionables, respecto al mal uso del servicio 
domiciliario de aseo, en concordancia con el Decre-
to 605 de 1996.

+� @
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Agua Potable y Saneamiento Básico).

+�K������	
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+�Decreto 1713 de 2002.
Artículo 4°. Sujetos pasivos del comparendo am-

biental. Serán sujetos pasivos del Comparendo Am-
biental todas las personas naturales y jurídicas que 
incurran en faltas contra el medio ambiente, el eco-
sistema y la sana convivencia, sean ellos propietarios 
o arrendatarios de bienes inmuebles, dueños, geren-
tes, representantes legales o administradores de todo 
tipo de local, de todo tipo de industria o empresa, las 
personas responsables de un recinto o de un espacio 
�W�����������Q�	���	
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vas, conductores o dueños de todo tipo de vehículos 
desde donde se incurra en alguna o varias de esas 
faltas mediante la mala disposición o mal manejo de 
los residuos sólidos o los escombros.

CAPÍTULO II
De las infracciones objeto  
de comparendo ambiental

Artículo 5°. De la determinación de las infrac-
ciones. Todas las infracciones que se determinan en 
la presente ley, constituyen faltas sancionables me-
diante el Comparendo Ambiental, por representar un 
grave riesgo para la convivencia ciudadana, el ópti-
mo estado de los recursos naturales, el tránsito vehi-
cular y peatonal, el espacio público, el buen aspecto 
urbano de las ciudades, las actividades comercial y 
�
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biente y la buena salud de las personas, es decir, la 
vida humana.

Artículo 6°. De las infracciones. Son infraccio-
nes en contra de las normas ambientales de aseo, las 
siguientes:

1. Sacar la basura en horarios no autorizados por 
la empresa prestadora del servicio.

2. No usar los recipientes o demás elementos dis-
puestos para depositar la basura.

3. Disponer residuos sólidos y escombros en si-
tios de uso público no acordados ni autorizados por 
autoridad competente.

4 Disponer basura, residuos y escombros en bie-
nes inmuebles de carácter público o privado, como 
colegios, centros de atención de salud, expendios de 
alimentos, droguerías, entre otros.

5. Arrojar basura y escombros a fuentes de aguas 
y bosques.

6. Destapar y extraer, parcial o totalmente, sin 
autorización alguna, el contenido de las bolsas y re-
cipientes para la basura, una vez colocados para su 
recolección, en concordancia con el Decreto 1713 de 
20021.

7. Disponer inadecuadamente animales muertos, 
partes de estos y residuos biológicos dentro de los 
residuos domésticos.

$!� ����������� 	
� ������� ���
���� ��� ����Q�	�	� 	
�
barrido y recolección de la basura y escombros.

9. Almacenar materiales y residuos de obras de 
construcción o de demoliciones en vías y/o áreas pú-
blicas.

10. Realizar quema de basura y/o escombros sin 
las debidas medidas de seguridad, en sitios no auto-
rizados por autoridad competente.

11. Improvisar e instalar sin autorización legal, 
contenedores u otro tipo de recipientes, con destino a 
la disposición de basura.

12. Lavar y hacer limpieza de cualquier objeto en 
vías y áreas públicas, actividades estas que causen 
acumulación o esparcimiento de basura.

13. Permitir la deposición de heces fecales de 
mascotas y demás animales en prados y sitios no 
adecuados para tal efecto, y sin control alguno.

<�!� ����
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ca, comercializa, recicla o se transforman residuos  
sólidos2.

15. Fomentar el trasteo de basura y escombros en 
medios no aptos ni adecuados3.

16. Arrojar basuras desde un vehículo automotor 
o de tracción humana o animal en movimiento o es-
tático a las vías públicas, parques o áreas públicas.

17. Disponer de Desechos Industriales, sin las 
medidas de seguridad necesarias o en sitios no auto-
rizados por autoridad competente.

18. El no recoger los residuos sólidos en los hora-
rios establecidos por la misma empresa recolectora, 
1 Sentencia C-793-09. Exequibles los numerales 6, 14 y 

15 del artículo 6° de la Ley 1259 de 2008, en el entendi-
do de que la imposición del comparendo ambiental no po-
drá impedir el ejercicio efectivo de la actividad realizada 
por los recicladores informales. 

2 Sentencia C-793-09. Exequibles los numerales 6, 14 y 
15 del artículo 6° de la Ley 1259 de 2008, en el enten-
dido de que la imposición del comparendo ambiental no 
podrá impedir el ejercicio efectivo de la actividad reali-
zada por los recicladores informales.

3 Sentencia C-793-09. Exequibles los numerales 6, 14 y 
15 del artículo 6° de la Ley 1259 de 2008, en el enten-
dido de que la imposición del comparendo ambiental no 
podrá impedir el ejercicio efectivo de la actividad reali-
zada por los recicladores informales.
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salvo información previa debidamente publicitada e 
��\����	����	
��	��
��
���
�����	�!

Parágrafo 1°. Se entiende por sitios de uso públi-
co para los efectos del presente artículo esquinas, se-
máforos, cajas de teléfonos, alcantarillas o drenajes, 
hidrantes, paraderos de buses, cebras para el paso de 
peatones, zonas verdes, entre otros.

CAPÍTULO III.
De las sanciones a imponerse por medio  

del comparendo ambiental
Artículo 7°. De las sanciones del comparendo 

ambiental. Las sanciones a ser impuestas por medio 
del Comparendo Ambiental serán las contempladas 
en la normatividad existente, de orden nacional o lo-
cal, acogidas o promulgadas por las administraciones 
municipales, y sus respectivos concejos municipales, 
las cuales son:

1. Citación al infractor para que reciba educación 
ambiental, durante cuatro (4) horas por parte de fun-
cionarios pertenecientes a la entidad relacionada con 
el tipo de infracción cometida, sean Secretarías de 
Gobierno u otras.

2. En caso de reincidencia se obligará al infractor 
a prestar un día de servicio social, realizando tareas 
relacionadas con el buen manejo de la disposición 
�����	
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3. Multa hasta por dos (2) salarios mínimos men-
suales vigentes por cada infracción, si es cometida 
por una persona natural. La sanción es gradual y de-
pende de la gravedad de la falta.

4. Multa hasta veinte (20) salarios mínimos men-
suales vigentes por cada infracción, cometida por una 
persona jurídica. Este monto depende de la gravedad 
de la falta, sin embargo nunca será inferior a cinco 
(5) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

5. Si es reincidente, sellamiento de inmuebles. 
(Parágrafo del artículo 16 de la Ley 142 de 1994).

6. Suspensión o cancelación del registro o li-
cencia, en el caso de establecimientos de comercio, 
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fracciones a la normatividad de aseo y manejo de 
escombros. Si el desacato persiste en grado extremo, 
cometiéndose reiteradamente la falta, las sanciones 
antes enumeradas pueden convertirse en arresto4.

CAPÍTULO IV 
Entidades responsables de la instauración  

y aplicación del comparendo ambiental
Artículo 8°. De la instauración del comparendo 

ambiental. En todos los municipios de Colombia se 
instaurará el instrumento de Comparendo Ambien-
tal, para lo cual los Concejos Municipales deberán 
aprobar su reglamentación a través de un acuerdo 
municipal.

Parágrafo. Los concejos municipales tendrán un 
plazo máximo de (1) un año a partir de la vigencia de 
la presente ley para aprobar los respectivos acuerdos 
municipales reglamentarios del presente comparen-
do ambiental.
4 Sentencia C-928-09. Inexequible la expresión “Si el 

desacato persiste en grado extremo, cometiéndose rei-
teradamente la falta, las sanciones antes enumeradas 
pueden convertirse en arresto”, contenida en el numeral 
6 del artículo 7° de la Ley 1259 de 2008.

Artículo 9°. Responsable de la aplicación del 
comparendo ambiental. El responsable de la apli-
cación de la sanción por Comparendo Ambiental en 
cada circunscripción municipal será su respectivo 
alcalde, quien podrá delegar en su Secretario de Go-
bierno o en quien haga sus veces. En cuanto a las 
infracciones ambientales en vías o espacios públicos 
causadas desde vehículos automotores o de tracción 
humana o animal, el responsable será el respecti-
vo alcalde, quien podrá delegar en su Secretario de 
Tránsito o en la autoridad que haga sus veces.

Parágrafo. La Policía Nacional, los Agentes de 
Tránsito, los Inspectores de Policía y Corregidores 
serán los encargados de imponer directamente el 
Comparendo Ambiental a los infractores.

Artículo 10. Responsables de imponer el com-
parendo ambiental por infracción desde vehículos. 
Para el caso de los conductores o pasajeros de vehí-
culos automotores o de tracción humana o animal, 
en movimiento o estacionados, como infractores de 
las normas de aseo y limpieza, serán los Agentes 
de Policía en funciones de tránsito o los Agentes de 
tránsito, los encargados de imponer el Comparendo 
Ambiental, con la respectiva multa de un (1) salario 
mínimo mensual legal vigente.

Artículo 11. Plan de acción. El Gobierno Nacio-
nal deberá elaborar un plan de acción con metas e 
indicadores medibles que propendan por la recupera-
ción del medio ambiente, por la aplicación de los re-
cursos recaudados en la aplicación de la presente ley.

Artículo 12. Destinación de los recursos prove-
nientes del comparendo ambiental. Los dineros re-
caudados por concepto de multas correspondientes 
al Comparendo Ambiental deberán ser destinados a 
��������� ��������
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ra Ciudadana dirigidos a sensibilizar, educar, con-
cienciar y capacitar a la comunidad y a las perso-
nas dedicadas a la actividad del reciclaje, sobre el 
adecuado manejo de los residuos sólidos (basuras y 
escombros), como también a programas de limpieza 
de vías, caminos, parques, quebradas y ríos.

Parágrafo. Los recursos que se recauden por este 
concepto serán destinados a los municipios corres-
���	�
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establecido en el presente artículo, y se deberán de-
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ción del artículo 11 de la presente ley.

CAPÍTULO V
De la manera como se aplicará el comparendo 

ambiental
Artículo 13. ���������	
���
�������
����������-

colección de basura. Las empresas prestadoras del 


�Q������W������	������������	
��

���������

�����-
vadas o mixtas, establecerán de manera precisa e in-
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ción de basura.

Artículo 14. De obligaciones de las empresas de 
aseo. Las empresas prestadoras del servicio de aseo, 
������
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de la comunidad todos los medios, como la instala-
ción de recipientes para la basura, y la proveerán de 
elementos, de recursos humanos y técnicos, con los 
que se le facilite ejercer buenos hábitos de aseo y 
limpieza en su entorno.

Artículo 15. Del censo de puntos críticos para el 
comparendo ambiental. Las empresas prestadoras 



GACETA DEL CONGRESO  499  Lunes, 9 de agosto de 2010 Página 5

	
��

�Q�����	
��

���������

�����Q�	�
�����_��
��
��
su ámbito, harán periódicamente censos de puntos 
críticos a ser intervenidos por medio del Comparen-
do Ambiental.

Artículo 16. De la pedagogía sobre manejo de 
basuras y escombros. En toda jurisdicción municipal 
se impartirá de manera pedagógica e informativa, a 
���Q*
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sobre las normas que rigen el acertado manejo de la 
basura y de los escombros.

Artículo 17. De la promulgación del comparendo 
ambiental. ��
������	=�
����������

����]��
����
�-
te difusión e inducción a la comunidad, a través de 
los medios de comunicación, exposiciones y talle-
res, acerca de la fecha en que comenzará a regir el 
Comparendo Ambiental y la forma como se operará 
mediante este instrumento de control.

Artículo 18. De la forma de aplicación e impo-
sición del comparendo ambiental. El Comparendo 
Ambiental se aplicará con base en denuncias formu-
ladas por la comunidad, a través de los medios dis-
puestos para ello, o con base en el censo de puntos 
críticos realizado por la instancia encargada de este 
�������������	�������
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la Policía, o cualesquiera de los funcionarios inves-
tidos de autoridad para imponer dicho Comparendo, 
sorprendan a alguien en el momento mismo de co-
meter una infracción contra las normas de aseo y de 
la correcta disposición de escombros.

Artículo 19. De la constatación de denuncias. En 
el caso de denuncias hechas por la comunidad, las 
autoridades mencionadas en el anterior Artículo, irán 
hasta el lugar de los hechos, harán inspección ocular 
y constatarán el grado de veracidad de la denuncia. 
De resultar positiva procederán a aplicar el Compa-
rendo Ambiental.

Artículo 20. De la obligación estadística. Cada 
entidad responsable de aplicar el Comparendo Am-
biental llevará estadísticas en medio digital con las 
que se pueda evaluar, tanto la gestión del Gobierno 
Municipal y de las entidades garantes de la protec-
ción del medio ambiente, como la participación co-
munitaria en pro del acertado manejo de la basura.

Artículo 21. De la divulgación de estadísticas. 
Dichas estadísticas serán dadas a conocer a la opi-
nión pública e incluso, en los foros Municipales, De-
partamentales, Regionales, Nacionales e internacio-
nales, como muestra del logro de resultados en pro 
de la preservación del medio ambiente.

CAPÍTULO VI
De otras disposiciones

Artículo 22. De las facultades para reglamen-
tación del comparendo ambiental. Facúltese al Go-
bierno Nacional para que en el término máximo de 
seis (6) meses contados a partir de la vigencia de la 
presente ley, reglamente el formato, presentación y 
����
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Artículo 23. De la incorporación en el comparen-
do nacional de tránsito. En cuanto al comparendo 
ambiental por norma de tránsito, facúltese al Gobier-
no Nacional para incorporarlo dentro del comparen-
do nacional de tránsito dentro de los seis (6) meses 
contados a partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 24. Del plazo de implementación por las 
empresas de aseo. A partir de la sanción de la pre-
sente ley, las empresas de prestación del servicio de 
aseo, o de recolección y disposición de basuras y re-
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meses para cumplir con lo establecido en ella.

Artículo 25. De los incentivos por campañas am-
bientales. Autorícese al Gobierno Nacional, a las 
autoridades departamentales y municipales, para que 
en su jurisdicción y en lo de su competencia, esta-
blezcan incentivos destinados a las personas natura-
les y jurídicas que adelanten campañas o programas 
que propugnen por el mejoramiento, conservación 
y restauración del medio ambiente, con el propósito 
de disminuir las infracciones objeto del Comparendo 
Ambiental.

Artículo 26. De la vigencia. La presente ley rige 
desde su fecha de promulgación y publicación.

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica,

Hernán Andrade Serrano.
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes,

Germán Varón Cotrino.
El Secretario General de la honorable Cámara de 

Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

REPÚBLICA DE COLOMBIA  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 19 de diciembre de 2008

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 

Territorial,
Juan Lozano Ramírez.

SENTENCIA C-793/09
Referencia: Expediente D-7668
Asunto: Demanda de inconstitucionalidad contra 

los numerales 6, 14 y 15 del artículo 6º de la Ley 
1259 de 2008 “por medio de la cual se instaura en 
el territorio nacional la aplicación del comparendo 
ambiental a los infractores de las normas de aseo, 
limpieza y recolección de escombros; y se dictan 
otras disposiciones”.

Demandantes:
Nohra Padilla Herrera, Néstor Raúl Correa He-

nao, Silvio Ruiz Grisales y otros
Magistrado Ponente:
Doctor Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
Bogotá, D. C., cuatro (4) de noviembre de dos mil 

nueve (2009)
La Sala Plena de la Corte Constitucional, en cum-

plimiento de sus atribuciones constitucionales y de 
los requisitos y trámites establecidos en el Decreto 
2067 de 1991, ha proferido la siguiente

SENTENCIA
I. ANTECEDENTES

En ejercicio de la acción pública de inconstitucio-
nalidad, consagrada en los artículos 241 y 242 de la 
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Constitución Política, los ciudadanos Nohra Padilla 
Herrera, Néstor Raúl Correa Henao, Silvio Ruiz Gri-
sales y otros, demandaron los numerales 6, 14 y 15 
del artículo 6º de la Ley 1259 de 2008 “por medio de 
la cual se instaura en el territorio nacional la apli-
cación del comparendo ambiental a los infractores 
de las normas de aseo, limpieza y recolección de es-
combros; y se dictan otras disposiciones”.

Mediante Auto del treinta de marzo de 2009, el 
Magistrado Sustanciador resolvió admitir la deman-
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corrió traslado al señor Procurador General de la 
Nación para que rindiera el concepto de su compe-
tencia. En la misma providencia se ordenó, además, 
comunicar la demanda al Ministerio del Interior y de 
Justicia, al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desa-
rrollo Territorial, a la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios, a la Asociación Nacional 
de Recicladores, y a los Decanos de las Facultades 
de Derecho de las Universidades Rosario, Javeriana 
y Nacional, para que, si lo estimaban conveniente, 
intervinieran dentro del proceso con el propósito de 
impugnar o defender la constitucionalidad de las dis-
posiciones acusadas.

Una vez cumplidos los trámites previstos en el ar-
tículo 242 de la Constitución Política y en el Decreto 
2067 de 1991, la Corte Constitucional procede a de-
cidir acerca de la demanda en referencia.

II. TEXTO DE LA NORMA ACUSADA
A continuación se transcribe el texto del artículo 

6° de la Ley 1259 de 2008, conforme a su publica-
ción en el ������� �	
��� número 47.208 de 19 de 
diciembre de 2008, destacando en negrilla y con su-
braya los apartes que se acusan en la demanda:

“LEY 1259 DE 2008
(diciembre 19)

por medio de la cual se instaura en el territorio na-
cional la aplicación del comparendo ambiental a los 
infractores de las normas de aseo, limpieza y recolec-
ción de escombros; y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

(…)
Artículo 6º. De las infracciones. Son infracciones 

en contra de las normas ambientales de aseo, las si-
guientes:

(…)
6. Destapar y extraer, parcial o totalmente, sin 

autorización alguna, el contenido de las bolsas 
y recipientes para la basura, una vez colocados 
para su recolección, en concordancia con el De-
creto 1713 de 2002.

(…)
14. Darle mal manejo a sitios donde se clasi-
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duos sólidos.

15. Fomentar el trasteo de basura y escombros 
en medios no aptos ni adecuados”.

III. LA DEMANDA
1. Normas constitucionales que se consideran 

infringidas
Los demandantes estiman que las disposiciones 

acusadas contenidas en la Ley 1259 de 2008, contra-
vienen lo dispuesto en el preámbulo y en los artícu-

los 1°, 6°, 11, 13, 24, 25, 26, 29, 53, 58, 79, 80, 81, 
82, 83 y 93 de la Constitución Política.

2. Fundamentos de la demanda
A manera de consideración general, los actores 

comienzan por destacar que uno de los pilares sobre 
el cual se funda el Estado Social de Derecho alude 
a la promoción de condiciones que garanticen una 
igualdad real y efectiva, de suerte que puedan adop-
tarse, sobre todo en el caso de grupos tradicionalmen-
�
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encaminadas a evitar que se acentúe la marginación 
y la exclusión social.

Partiendo de esa consideración, esgrimen las que, 
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cionalidad de los apartes normativos objeto de repro-
che, de la siguiente manera:

a) Numeral 6 del artículo 6º de la Ley 1259 de 
2008

- Violación del derecho a la igualdad -artículo 
13-: Para los demandantes, el que se constituya como 
infracción de las normas ambientales de aseo el he-
cho de que se destape y extraiga, parcial o totalmen-
te, sin autorización alguna, el contenido de las bolsas 
y recipientes para la basura, una vez colocados para 
su recolección, comporta no sólo el desconocimiento 
de la labor que tradicionalmente han realizado los 
recicladores, sino, también, del concepto mismo que 
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actividad del reciclaje.

En su sentir, “la infracción debería ser dejar ba-
sura arrojada en el piso después de destapar y ex-
traer el contenido de las bolsas. Eso sí es una falta. 
Pero así no quedó redactado. En su lugar, se sancio-
��� �������� ������
�� ��	
	����
���

����� ����
����
Ley, artículo 2º numeral 6, como proceso por medio 
del cual a un residuo sólido se le recuperan su forma 
y utilidad original, u otras”. Ello, conduce a que se 
impida a la población que deriva su sustento de la ac-
tividad del reciclaje, participar de la dinámica propia 
de tal actividad económica, lo cual pone en eviden-
cia, por un lado, su extrema marginalidad social; y, 
por otro, su discriminación como trabajadores, en la 
medida en que su labor es tenida en cuenta como una 
contravención ambiental.
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ma censurada, si bien persigue un objetivo consti-
tucionalmente válido, como lo es proteger el medio 
ambiente a través de la creación e implementación 
de un comparendo ambiental, lo cierto es que no re-
sulta necesaria ni proporcional5. Bajo ese entendi-
do, aducen que “para evitar que un reciclador deje 
basura tirada en la calle, luego de haber destapado 
y extraído el material reciclable, la única vía, y ni 
siquiera la mejor, no es sancionarlo hasta con mul-
ta. Hay otras vías, ellas son: campañas de educa-
ción y formación al reciclador, acompañamiento y 
seguimiento a su labor, estímulos por cero errores, 
entre otras. Incluso estas estrategias alternativas 
son mejores, más humanistas, para una población 
marginal”.

- Violación del derecho al trabajo y al mínimo vi-
tal -Preámbulo y artículos 1°, 11, 25 y 53-: A este 
respecto, consideran que mientras se accede a la tec-
5 Al respecto, los actores traen a colación las Sentencias 

T-422 de 1992, C-530 de 1993, C-280 de 1996 y C-093 
de 2001.
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nología de punta que permita efectuar un reciclaje 
más depurado, no existe otra posibilidad que la de 
examinar manualmente los residuos para determinar 
cuál de ellos es susceptible de ser reciclado, por lo 
que sancionar el método actual, cual es el de des-
tapar y extraer de las bolsas y recipientes de basura 
el material recuperable, impide la realización de una 
labor que tradicionalmente ha sido desarrollada por 
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�
de marginalidad extremas, en abierta contradicción 
con las cláusulas constitucionales que protegen el 
derecho al trabajo y la realización de actividades u 
�����
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Desde esa óptica, lo que se produciría, indiscuti-
blemente, sería la cesación de dicha actividad econó-
mica como fuente de ingresos para satisfacer necesi-
dades básicas de forma digna.
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y el espacio público -artículos 58, 82 y 83-: Pun-
tualizan los demandantes que se impone de súbito 
una sanción no solamente por destapar y extraer el 
material reciclable de las bolsas de basura, sino por 
recopilarlo y venderlo, sin que para ello haya media-
do permiso o autorización alguna. Esto último, a su 
parecer, no se corresponde con la sistemática y habi-
tual labor que los recicladores han venido realizando 
de ordinario por varios años, quienes no requerían de 
aprobación de ningún tipo para recoger los residuos 
que en las calles se desechaban, ya que los mismos 
devenían en res nullius.

Con todo, destacan el hecho de que abruptamen-
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nar como una práctica ambiental tradicional, donde 
quien tiene la calidad de reciclador, de golpe, se ve 
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vez, a la exclusión como agentes económicos de una 
actividad eminentemente productiva.

- Violación del principio del interés general y de 
la dignidad humana -artículo 1°-: Añaden los accio-
nantes que la norma censurada privilegia el ambiente 
sano sobre los derechos fundamentales de los reci-
cladores, cuando por imperativo constitucional “lo 
que ha debido operar el legislador era hacer coha-
bitar los derechos al ambiente sano y los derechos 
de los recicladores, en un modelo razonable y huma-
nista, propio de un Estado Social de Derecho, entre 
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orden justo y la efectividad de los derechos”.

- Violación del derecho al ambiente sano y al 
desarrollo sostenible -artículos 79 y 80-: Sobre el 
particular, estiman que la disposición normativa de-
mandada convierte la actividad del reciclaje en una 
infracción de carácter ambiental, lo que de suyo im-
plica su desestimulación, al punto de hacerla nuga-
toria.

b) Numeral 14 del artículo 6º de la Ley 1259 
de 2008

- Violación del derecho al debido proceso -ar-
tículos 13 y 93-: Apuntan los demandantes que el 
referido numeral hace parte de aquellas normas que 
se caracterizan por ser “de tipo abierto o en blan-
co”��	�	��
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ción normativa del concepto que incorpora, esto es, 
el �������������� ���� �
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mercializa, recicla o transforman los residuos sóli-
dos”. Esto último supone, a todas luces, el descono-

cimiento y la incomprensión de las actuaciones que 
eventualmente serían objeto de censura por parte del 
aparte normativo.

- Violación del principio de legalidad: En tratán-
dose del principio de legalidad, sostienen los libe-
listas que este resulta por entero quebrantado, como 
quiera que las respectivas autoridades ambientales 
no han procedido a expedir los reglamentos que den 
cuenta de los protocolos y estándares de funciona-
��
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mercializar, reciclar o transformar los residuos só-
lidos, motivo por el cual resulta improbable que un 
particular pueda llegar a determinar qué se entiende 
por “darle mal manejo” a dichos sitios.

c) Numeral 15 del artículo 6º de la Ley 1259 
de 2008

- Violación del derecho a la igualdad -artículo 
13-: En punto a este numeral, los demandantes po-
nen de presente que se genera una discriminación 
frente a los recicladores que, por regla general, trans-
portan los residuos sólidos ya separados, bien sea en 
vehículos de tracción animal, o en carros de “rodi-
llo”, “balineras” o “esferados”, por cuenta de su 
escasa capacidad económica para adoptar otro medio 
de transporte.

En ese sentido, indican que la Ley como tal no 
delineó un mecanismo que, gradualmente, les per-
mitiera a los recicladores adoptar otros medios de 
transporte que se conceptuasen como más técnicos 
o modernos.

- Violación del derecho a la libre circulación -ar-
tículo 24-: En cuanto corresponde a la libre circula-
ción, estiman los demandantes que no existe en el 
��	
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siquiera cuáles son los vehículos “aptos” o “ade-
cuados” para efectos de transportar la basura o los 
escombros.

- Violación del derecho al trabajo y de la liber-
��
�
����	
���!���	�����"#��"$���#%�&�Según los ac-
tores, al prohibírsele a los recicladores el transporte 
de los residuos sólidos recuperados, se los condena 
irremediablemente al desempleo y a una situación de 
evidente exclusión social. Por otra parte, en cuan-
to que la actividad del reciclaje es de aquellas que 
no suponen un determinado riesgo social, puede ser 
desempeñada libremente, sin que quepa sancionar a 
alguien por su ejercicio.

- Violación del derecho al debido proceso -artícu-
lo 29-: En el sentir de los demandantes, nuevamente 
se consagra una norma de “tipo abierto”, en razón a 
que existe indeterminación respecto de lo que debie-
ra entenderse por “apto” o “adecuado”, en relación 
con los medios para “fomentar el trasteo de basura y 
de escombros”, de lo cual, incluso, también podría 
predicarse un cierto nivel de vaguedad y abstracción.

IV. INTERVENCIONES
1. Asociación Nacional de Recicladores
La Asociación Nacional de Recicladores inter-

vino en el proceso para solicitar que se declare la 
inexequibilidad de las disposiciones acusadas, en 
tanto estas desconocen la importante labor que los 
recicladores desarrollan dentro de la dinámica propia 
de la gestión integral de los residuos sólidos que, en-
tre otras cosas, apunta a la conservación de los recur-
sos naturales y el medio ambiente, además de la in-
clusión social de grupos poblacionales vulnerables.
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En esa medida, para dicha asociación, los pre-
ceptos demandados no tienen otro propósito que po-
ner en situación de desventaja -desde la perspectiva 
competencial y laboral- a los recicladores, lo cual 
deviene en detrimento de sus alternativas de subsis-
tencia dignas.

2. Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desa-
rrollo Territorial

Mediante escrito allegado oportunamente a esta 
Corporación, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
�
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de defender la constitucionalidad de las disposicio-
nes acusadas.

El Ministerio comienza por advertir que la Corte 
Constitucional no debería emitir un pronunciamien-
to de fondo en el asunto sub exámine, en vista de 
que la demanda presentada no contiene una razona-
ble exposición de los motivos a partir de los cuales 
se pueda arribar a la conclusión de que los apartes 
normativos enjuiciados, efectivamente, quebrantan 
mandatos de rango constitucional6.

En su concepto, los visos de ineptitud sustantiva 
que presenta la demanda en referencia emergen de 
la indebida formulación, por parte de los actores, del 
concepto de la violación, debido a la falta de claridad 
en la exposición de las razones en torno a la manera 
cómo las disposiciones objeto de reproche descono-
cen o vulneran la Carta Política. Ello por cuanto el 
juicio de constitucionalidad en abstracto tiene como 
presupuesto necesario la presentación de las razones 
que permitan establecer si realmente existe una opo-
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ley y el texto de la Constitución.

Expresa, por otra parte, que si la Corte decide ha-
cer un análisis de fondo, sería preciso tener en cuenta 
que los numerales demandados generan un impacto 
particularmente positivo en cuanto a la protección 
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prácticas de recolección, manejo y disposición de 
residuos sólidos y escombros que, en su criterio, se 
ajustan en una mayor medida a los estándares y pro-
tocolos de salubridad pública, lo cual, lejos de aten-
tar contra la actividad del reciclaje y las personas que 
se dedican a ello, persigue la concientización en la 
cuidadosa manipulación de dichos residuos.

Así, en lo que tiene que ver, por ejemplo, con el 
numeral 15 del artículo sexto de la Ley objetada por 
inconstitucional, que alude al trasteo de basuras o es-
combros en medios no aptos o adecuados, expresa 
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distintos residuos recolectados sean esparcidos por 
doquier y sean trasladados sin atender los mínimos 
requerimientos que en salud pública se exigen para 
el efecto.

Lo anterior, conforme a su consideración, “… no 
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ya que no se les está impidiendo su labor -la de re-
ciclar-, pues lo que se pretende es que la adelanten 
bajo ciertos cuidados y/o procedimientos que eviten 
su expansión contaminadora…”, máxime, cuando 
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dado, mejor manejo y medidas preventivas, respecto 
de la selección de los materiales selectivos, siempre 
6 Sobre el particular, el interviniente cita las Sentencias 

C-236 de 1997, C-587 de 1995 y C-652 de 2001.

en procura de un bienestar social, para mantener la 
limpieza de las ciudades y pueblos de Colombia”.

Por las razones anteriormente consignadas, el 
interviniente conceptúa que esta Corporación debe 
declarar la exequibilidad de los numerales 6, 14 y 
15 del artículo 6° de la Ley 1259 de 2008, por me-
dio de la cual se instaura en el territorio nacional la 
aplicación del comparendo ambiental a los infracto-
res de las normas de aseo, limpieza y recolección de 
escombros, y se dictan otras disposiciones.

3. Superintendencia de Servicios Públicos  
Domiciliarios

La Superintendencia de Servicios Públicos Do-
����������
�� �� ���Q*
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��������� ���=	����� 

����-
nunció sobre la demanda de inconstitucionalidad de 
la referencia mediante escrito en el que solicitó la 
declaratoria de constitucionalidad de los preceptos 
objeto de controversia.

Expresa la entidad interviniente, de manera preli-
minar, que la disposición acusada no infringe ningu-
na prerrogativa de raigambre constitucional, habida 
cuenta de que, por un lado, no se está prohibiendo 
como tal la actividad del reciclaje, pues sólo se está 
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medio ambiente; y que, por otro lado, no resultan 
desproporcionadas las sanciones contempladas en el 
texto de la ley, las cuales son de orden pedagógico y 
pecuniario, sin que esta última suponga una afecta-
ción seria en términos económicos.

Igualmente, expuso que frente a las sanciones 
consagradas en la Ley 1259 de 2008, no existe mar-
gen alguno de discrecionalidad en su imposición, 
pues, por vía de ejemplo, cuando la Ley se ocupa 
del “mal manejo”�	
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-
re en realidad al manejo inadecuado de los residuos, 
establecido a la luz de la normatividad existente en 
la materia, sin que, por consiguiente, la evaluación 
sobre el alcance de esa expresión quede librada al 
arbitrio de los funcionarios públicos.

Además de las anteriores consideraciones de 
carácter general, la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios formula como razones para 
declarar infundados cada uno de los cargos de in-
constitucionalidad planteados en la demanda, las si-
guientes:

- Del numeral 6 del artículo 6º de la Ley 1259 
de 2008, no puede derivarse una interpretación con-
forme a la cual se prohíba, en términos generales, 
la actividad del reciclaje, pues dicha ley tan sólo se 
opone a que los diversos residuos sean extraídos sin 
autorización alguna, según lo dispuesto en las nor-
mas ambientales, particularmente, en cuanto hace a 
lo dispuesto en el Decreto 1713 de 20027, el cual 
regula lo atinente a la gestión integral de residuos 
sólidos e incorpora dentro de tal dinámica la garantía 
de participación y de inclusión de los recicladores y 
del sector solidario8. De suerte que lo que debe en-
7 “Por el cual se reglamenta la Ley 142 de 1994, la Ley 

632 de 2000 y la Ley 689 de 2001, en relación con la 
prestación del servicio público de aseo, y el Decreto-ley 
2811 de 1974 y la Ley 99 de 1993 en relación con la 
Gestión Integral de Residuos Sólidos”.

8 Sobre el particular, cita los artículos 1°, 9°, 31, 67, 68 y 
81 del Decreto 1713 de 2002.
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tenderse es que los recicladores bien pueden partici-
par en todas aquellas actividades relacionadas con el 
aprovechamiento de los residuos, siempre que para 
ello cumplan a cabalidad con la normatividad vigen-
te en materia ambiental.

En ese sentido, la medida adoptada en la Ley 1259 
de 2008 conforme a la cual se exige autorización 
para destapar y extraer residuos, resulta necesaria y 
�������������� ��
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no solamente en relación con la protección del me-
dio ambiente, sino, además, en términos de salubri-
dad pública. Adicionalmente, debe tenerse en cuenta 
que de la medida son destinatarias todas las perso-
nas, sean estas naturales o jurídicas, que incurran en 
una falta a la normatividad existente en materia de 
residuos sólidos, sin que el ámbito de la misma se 
restrinja, como se pretende hacer ver en la demanda, 
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para revelar como innecesario el adelantar un test de 
igualdad en el caso concreto.

- Los cargos planteados contra el numeral 14 del 
artículo 6º de la Ley 1259 de 2008, son desacerta-
dos, en tanto no se trata de un precepto cuyo tipo sea 
abierto o en blanco y que, por lo mismo, quebrante el 
principio de legalidad, toda vez que el concepto del 
“mal manejo” del que se sirve, hace referencia ex-
presa al correcto empleo de las normas ambientales, 
tal y como se precisa en el encabezado del artículo 
6º de la mencionada Ley. Esto último, es lo que se 
constituye como el principal elemento de juicio para 
efectos de establecer la comisión de una posible in-
fracción contra dichas normas.

- Anota, frente al numeral 15 del artículo 6º acu-
sado, que su propósito no es otro que garantizar que 
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tado y, por ende, susceptible de vigilancia y control, 
como lo es la recolección y el aprovechamiento de 
basura y escombros, sea desplegada en medios vehi-
culares aptos. Tal designio, en modo alguno, podría 
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nados “zorreros” o “carreteros”, pues lo único que 
se pretende es el transporte de desechos con el debi-
do cumplimiento de las condiciones técnicas y sani-
tarias que, eventualmente, permitan salvaguardar la 
salud pública y el medio ambiente.

Destaca que, atendiendo al verbo rector a partir 
del cual se estructura la conducta prevista en dicho 
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basura y los escombros, sino, exclusivamente, a “fo-
mentar” que el transporte de esos residuos se haga 
en medios no aptos o inadecuados.

Con base en las consideraciones precedentemente 
esgrimidas, el interviniente solicita a este Tribunal 
que declare la exequibilidad de los apartes normati-
vos tachados por inconstitucionales.

4. Universidad Nacional
El Director del Grupo de Investigación en Dere-

chos Colectivos y Ambientales -GIDCA-, en repre-
sentación de la Universidad Nacional, intervino en el 
proceso de la referencia con el propósito de coadyu-
var los cargos planteados en la demanda y solicitar 
a la Corporación que declare no ajustadas a la Carta 
Política las disposiciones acusadas.

Tras efectuar un detallado examen sobre la uti-
lidad y el alcance de la norma demandada, a partir 
de una metodología de análisis narrativo de política 

pública9, el interviniente estima que la Ley 1259 de 
2008 tiende a estigmatizar e, inclusive, a crimina-
lizar, sin más, la labor de recuperación de residuos 
sólidos reciclables que viene siendo desarrollada por 
más de 80.000 familias en todo el territorio nacional, 
habida consideración de que hace nugatoria “la re-
cuperación de materiales reciclables desechados y 
dispuestos en las bolsas de basura que son dejadas 
por sus productores en el espacio público para su 
posterior recolección por parte del servicio público 
de aseo, el acarreo del material recuperado en las 
calles hasta una bodega y la comercialización del 
mismo a través de uno de los intermediarios del cir-
cuito económico de reciclaje”.

Según la intervención, es indiscutible el positivo 
impacto ambiental que apareja la labor de los reci-
cladores, pues contribuyen a la recolección de un 
porcentaje nada despreciable de basura: cerca de 22 
toneladas diarias. Esto, a su juicio, revela su condi-
ción de especiales agentes ambientales en la dinámi-
ca de un sistema formal de recuperación de residuos 
sólidos reciclables que se caracteriza por una mar-
cada ausencia de cultura en torno al respeto por la 
protección del medio ambiente.

Sostiene, además, que la mencionada Ley desme-
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eliminar, ora de reducir las desigualdades de tipo so-
cial, cultural o económico que los afectan.

Con todo, quien interviene en la presente cau-
sa insta a esta Corporación para que, de declararse 
constitucionales los numerales acusados contenidos 
en el artículo 6º de la Ley 1259 de 2008, el fallo se 
condicione de la siguiente manera:

“a) La infracción debería consistir en dejar ba-
sura arrojada en el piso después de destapar y ex-
traer el contenido de las bolsas de basura.

b) Respetar el reconocimiento de esta labor como 
un trabajo legal y digno, tal y como se sugiere en la 
Ley 511 de 1999.

c) Retirar el condicionante de autorización para 
la extracción de los residuos cuando la basura ha 
sido dispuesta en espacio público, dado que es res-
ponsabilidad pero no propiedad del Estado y mucho 
menos, de los prestadores del servicio de aseo.

d) Es necesario hacer cohabitar el derecho a un 
ambiente sano y los derechos de los recicladores y en 
esa misma medida es necesario reconocer el aporte 
ambiental de la población recicladora y estimular la 
recuperación de residuos sólidos reciclables.

e) Brindar alternativas tecnológicas a los recicla-
dores que coincidan con lo que llaman medios ade-
cuados para el transporte de residuos reciclables.

f) Atenerse a lo indicado en la Sentencia C-355 
de 2003 que declara inexequible la pretensión del 
Código Nacional de Tránsito de erradicar los vehí-
culos de tracción animal”.

5. Civisol -Fundación para la construcción 
cívico-solidaria de un cambio sistémico-

El 17 de abril de 2009 la ciudadana Adriana Ruíz 
Restrepo puso a consideración de la Corte el Ami-
9 Al respecto, dan cuenta de la metodología de análisis na-

rrativo de Política Pública denominada “Emery Roe”.
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cus Curiae de la Fundación Civisol “Fundación 
para la construcción cívico-solidaria de un cambio 
sistémico” para respaldar la demanda de inconstitu-
cionalidad, el cual había sido inicialmente prepara-
do para coadyuvar la demanda de tutela promovida 
por un grupo de personas que desarrollaban su labor 
como recicladores en el botadero de Navarro contra 
la Empresa de Servicio Público de Aseo de Cali, la 
Corporación Autónoma Regional del Valle, el De-
partamento Administrativo del Medio Ambiente y el 
Departamento Administrativo de Planeación Muni-
cipal de la Alcaldía Municipal de Cali10.

En la intervención, básicamente, se presenta infor-
mación relacionada con las condiciones de pobreza y 
marginación en la que se encuentran los recicladores 
desde hace ya varios decenios cuando comenzó esta 
actividad a ser vista como una labor productiva y a 
su vez como un medio de supervivencia para satis-
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inexistencia de políticas públicas en la materia diri-
gidas unívocamente a evitar que dichas condiciones 
se acentúen y a garantizar, entre otros, los derechos 
al trabajo, la libertad de empresa, el mínimo vital y 
el de asociación.

Posteriormente, se hace un análisis histórico del 
contexto en el que se desarrollaron los recicladores 
desde la década de los años sesenta hasta la actuali-
dad, teniendo en cuenta, principalmente, lo que acon-
teció respecto del botadero de Navarro en la ciudad 
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la exclusión de este grupo poblacional de la posibi-
lidad de prestar un servicio público, luego de lo cual 
se procedió a resaltar la aplicabilidad, para el caso 
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legítima, no ya en razón del incumplimiento por par-
te de las autoridades de los compromisos adquiridos 
con los recicladores, sino por toda una dinámica so-
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lítica de disposición de las basuras fuera incluyente.

Procede la intervención a recordar las obliga-
ciones que se derivan del diseño e implementación 
de políticas públicas en un Estado Social de dere-
cho que implican que estas se orienten a reducir las 
desigualdades existentes y a no profundizarlas. Así 
pues, anota que estas obligaciones fueron incumpli-
das y la política ambiental que incluía el cierre del 
botadero de Navarro terminó por agudizar la pobreza 
y la marginalidad de los recicladores.

Al efecto, se procedió a reconstruir el marco des-
criptivo y normativo sobre el cual habrían de adop-
tarse algunas órdenes, con miras, no sólo a superar 
la vulneración del mínimo vital de los recicladores, 
sino, hacia el futuro, a lograr las condiciones de in-
serción en la actividad productiva.
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análisis de la Ley 1259 de 2008, Civisol expresa que 
la misma, so pretexto de proteger el medio ambien-
te, despoja a los recicladores de los únicos medios 
o alternativas de subsistencia, dentro de lo que han 
denominado “el empobrecimiento legal de los po-
bres”, por cuenta del proceder del legislador y del 
ejecutivo a propósito de la formulación y sanción de 
la norma que ahora se reprocha, sin que se haya te-
nido en cuenta la especial protección constitucional 
que debe radicarse en cabeza de esta población.
10 Sobre el particular, ver la Sentencia T-291 de 2009.

Puntualiza, además, que las sanciones contenidas 
en la disposición normativa acusada son innecesarias 
y desproporcionadas, por cuanto se implementa el 
comparendo ambiental como única herramienta para 
materializar la cultura ciudadana -pudiéndose adop-
tar otra clase de medidas- y se faculta a la policía 
para promover buenas prácticas de corte ambiental, 
dispersando el poder sancionatorio del Estado.

Por último, en la intervención se destaca el hecho 
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dencia que la basura se constituye en res derelictae, 
esto es, que en tanto no se haya recolectado por par-
te del Estado o su concesionario, es susceptible de 
apropiación, por lo que la ley, al sancionar a quienes 
destapen y extraigan el contenido de las bolsas y re-
cipientes de basura, no hace otra cosa que impedir 
la labor de quienes en el plano real, se encuentran 
en condiciones de desigualdad frente a los demás 
operadores que gestionan la recolección de residuos 
sólidos.

6. Intervención ciudadana
La ciudadana Paula Torres Holguín coadyuvó la 

demanda de inconstitucionalidad, al considerar que 
los apartes normativos objetados contrarían lo esta-
blecido en el artículo 13 de la Carta Política.

En efecto, la interviniente destaca que mediante 
la jurisprudencia constitucional se ha reconocido 
ampliamente a los recicladores como un grupo vul-
nerable merecedor de especial protección constitu-
cional, que en el marco de un Estado Social de Dere-
cho deben ser destinatarios de lo que se denominan 
��
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procesos que permitan su inclusión y crear alternati-
vas concretas de subsistencia digna.

Sin embargo, aduce, con respecto a la Ley 1259 
de 2008, que esta desconoce por entero la realidad 
social que envuelve la práctica de la labor del reci-
claje, especialmente si se tiene en cuenta la especial 
protección que debería prodigarse a quienes la desa-
rrollan, habida cuenta del impacto positivo que oca-
siona la protección del medio ambiente11.
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mativas a favor de los recicladores, la norma enjui-
ciada desconoce el mandato constitucional según el 
cual debe reconocerse que no todos los ciudadanos 
están en condiciones de igualdad, pues en muchos de 
los casos existen quienes no tienen acceso a los re-
cursos y oportunidades de la misma forma, de suerte 
que ante grupos marginados o discriminados, como 
lo son los recicladores, el Estado debe promover ac-
ciones dirigidas a remover los obstáculos que en el 
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hecho. En ese sentido, la preceptiva objeto de estu-
dio no incluyó en ninguno de sus apartes medidas 
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por ejemplo, la Ley 511 de 1999 estableció el primero de 
marzo de cada año como “el Día Nacional del Recicla-
dor” y creó a su vez “la Condecoración del Reciclador” 
como estímulos frente al desarrollo de actividades en el 
proceso de recuperación de residuos reciclables para su 
posterior tratamiento o aprovechamiento. Así también, 
se resalta el Decreto 1713 de 2002, mediante el cual se 
reglamenta la Ley 142 de 1994, la Ley 632 de 2000 y 
la Ley 689 de 2001, en relación con la prestación del 
servicio público de aseo, y el Decreto-ley 2811 de 1974 
y la Ley 99 de 1993 en relación con la Gestión Integral 
de Residuos Sólidos”, como una de las normativas que 
protegen al reciclador y reconocen su especial labor.
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de discriminación positiva que permitieran llevar la 
igualdad a un plano material, de modo que se ge-
nerasen, para los recicladores, prácticas sociales que 
eventualmente eviten su exclusión y marginación.

Así pues, con fundamento en lo expuesto, con-
cluye que “las medidas incluidas en la Ley 1259 de 
2008 no tienden al mantenimiento y fortalecimien-
to de la actividad que han desarrollado a través del 
tiempo los recicladores, como medio de subsisten-
cia, y que es fundamental para la protección del 
medio ambiente. (…) por la forma como quedaron 
redactados los apartes cuestionados de la Ley 1259, 
en realidad se penaliza las actividades que ejercen 
dichas personas al separar y recuperar los recursos 
reutilizables. Así, (…) la ley, antes que corregir las 
circunstancias de debilidad de esta población, acen-
túa las condiciones de marginalidad y discrimina-
ción social de los recicladores”.

V. CONCEPTO DEL PROCURADOR  
GENERAL DE LA NACIÓN

El Procurador General de la Nación, mediante 
Concepto número 4780 del veintiocho de mayo de 
dos mil nueve, al pronunciarse sobre la demanda de 
inconstitucionalidad de la referencia, solicitó a esta 
Corporación que se declarara la exequibilidad del 
numeral 14 del artículo 6º de la Ley 1259 de 2008 y 
la inexequibilidad de los numerales 6 y 15 del artícu-
lo 6º de la mencionada Ley.

Para ello, el representante del Ministerio Público 
analizó cada uno de los cargos planteados contra los 
numerales acusados por inconstitucionales, como se 
señala a continuación:

- Numeral 6 del artículo 6º de la Ley 1259 de 2008
Para la Vista Fiscal, el reciclar no constituye una 

actividad que apareje un grave riesgo para la convi-
vencia ciudadana, el medio ambiente, la salud o la 
vida de las personas, pues, por el contrario, constitu-
ye un medio de satisfacción de condiciones mínimas 
de vida digna de un sector de la población que tradi-
cionalmente ha sido excluida y marginada.

Así, en consideración del Representante del Mi-
nisterio Público, si bien en principio podría tenerse 
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cida en la norma que ahora se reprocha, sobre la base 
de que garantiza, entre otros, el espacio público y un 
medio ambiente sano, también es incuestionable el 
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han producido como consecuencia de la labor des-
plegada por parte de los recicladores. De ahí que se 
evidencie la notable desproporción entre el objeto 
perseguido y la sanción a imponer.

Según el Ministerio Público, “la racionalidad 
aconseja en este caso la realización de un trabajo pe-
dagógico con esa población marginada, tal como se 
prevé en el artículo 16 de la Ley demandada, según 
el cual “En toda jurisdicción municipal se impartirá 
de manera pedagógica e informativa, a través de 
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dios de comunicación, Cultura Ciudadana sobre las 
normas que rigen el acertado manejo de la basura y 
de los escombros”.

De igual manera, para la Vista Fiscal, “la pro-
hibición contenida en el numeral 6 del artículo 6° 
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fundado en la presunción de buena fe, pues recae 
sobre una actividad lícita que el Estado ha permiti-

do durante muchos años, razón por la cual quienes 
la realizan tienen una expectativa de continuidad de 
la misma que sorpresivamente se ve truncada por el 
citado precepto”.

Teniendo en cuenta lo anterior, concluye que el 
Legislador, en lugar de dar cumplimiento a lo dis-
puesto en el artículo 13 superior, mediante la adop-
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dores, como grupo marginado de la sociedad, lo que 
hizo, a través del numeral 6 del artículo 6º de la Ley 
1259 de 2008, fue excluirlo de la labor que han ve-
nido desarrollado desde tiempos inmemoriales para 
sobrevivir.

- Numeral 14 del artículo 6º de la Ley 1259 de 
2008

De manera preliminar, el Ministerio Público se 
ocupa de acudir a la interpretación gramatical para 
resolver el problema jurídico planteado.

Conforme con tal consideración y teniendo en 
cuenta el Diccionario de la Real Academia Españo-
la, una de las acepciones de la expresión “manejo” 
es “1. m. Acción y efecto de manejar o manejarse”, 
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�������	�&� 2. tr. Usar, utilizar, aunque no 
sea con las manos”.

Por otra parte, encuentra que, según el mismo dic-
cionario, la acepción “mal”, tiene entre otros signi-
���	�
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&�“2. m. Lo contrario al bien, lo 
que se aparta de lo lícito y honesto”.

De acuerdo con las anteriores acepciones del len-
guaje común, darle un mal manejo a los sitios donde 
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residuos sólidos”, es utilizar esos sitios de manera in-
adecuada o no óptima, es decir, darle al lugar un uso 
no apropiado a las condiciones u objeto del mismo.

Así las cosas, el Ministerio Público considera que 
el cargo de inconstitucionalidad no está llamado a 
prosperar porque la infracción contra las normas am-
bientales de aseo tal como se encuentra descrita en 
el numeral 14 del artículo 6° acusado comprende los 
supuestos que los actores echan de menos.

En conclusión, la Vista Fiscal considera que la 
disposición demandada no contraviene los preceptos 
constitucionales invocados por los demandantes, ra-
zón por la cual solicita a la Corte Constitucional que 
declare su exequibilidad.

- Numeral 15 del artículo 6º de la Ley 1259 de 
2008

El Ministerio Público acude nuevamente al dic-
cionario de la Real Academia Española, conforme al 
���������
������
�������&��1. tr. Excitar, promover, 
impulsar o proteger algo”.

Como la disposición demandada consagra como 
infracción en contra de las normas ambientales de 
aseo la acción de “Fomentar el trasteo de basura 
y escombros en medios no aptos ni adecuados”, a 
juicio del señor Procurador, podría pensarse que la 
conducta que constituye la infracción en contra de 
las normas ambientales de aseo es la promoción o el 
impulso del transporte de residuos sólidos o escom-
bros en medios no apropiados, pero no el transporte 
mismo.

Empero, una interpretación sistemática y teleoló-
gica de la citada disposición permite inferir que lo 
que según la citada disposición quebranta las nor-
mas ambientales de aseo es el traslado de la basura 
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o de los escombros en medios de transporte no ap-
tos y no la promoción de estas actividades, por lo 
que entendida así la norma acusada, los argumentos 
esgrimidos para solicitar que se declare la inexequi-
bilidad del numeral 6 del artículo 6º de la Ley 1259 
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relación con el presente numeral, pues exigirles a los 
recicladores la utilización de medios de transportes 
distintos a los que su situación de marginalidad les 
permite (“zorras”, “carros de rodillo”, de “balineras” 
o “esferados”), como parte de la labor de recolec-
ción de material reciclable, implica, al igual que en 
el evento anterior, prohibirles ejercer su derecho al 
trabajo (que se concreta en la recolección y el trans-
porte de residuos sólidos reciclables) e impedirles, 
en consecuencia, lograr el mínimo vital y tener una 
vida digna para ellos y sus familias.

VI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE
1. Competencia
En virtud de lo dispuesto por el artículo 241-4 de 

la Constitución, la Corte Constitucional es compe-
tente para conocer de las demandas de inconstitucio-
nalidad contra normas de rango legal, como las que 
se acusan en esta oportunidad.

2. Problema jurídico
Para los demandantes las disposiciones acusadas 

del artículo 6º de la Ley 1259 de 2008, en la medida 
en que tienen un contenido de proscripción, de ex-
clusión y de sanción sobre la actividad que se cum-
ple por los recicladores informales de basura, atentan 
contra: la dignidad de la persona (C.P. Art. 1°); el de-
recho a la igualdad (C.P. Art. 13); el derecho al traba-
jo (C.P. Art. 25), el derecho al debido proceso (C.P. 
/��!�"�k}�
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83); el derecho al mínimo vital (C.P. Art. 11); los 
derechos al ambiente sano y al desarrollo sostenible 
(C.P. Arts. 79 y 80), a la propiedad y al espacio públi-
co (C.P. arts. 58 y 82), las libertades de locomoción y 
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y el principio de legalidad (C.P. art. 6°).
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en primer lugar, el alcance de las disposiciones de-
mandadas, en orden a establecer si, efectivamente, 
como sostienen los demandantes, de las mismas se 
deriva un contenido de exclusión, de proscripción y 
de sanción de las actividades cumplidas por los re-
cicladores informales de basura, y, sólo en el evento 
de encontrar que ello es así, habría que entrar a de-
terminar si de esas exclusión, proscripción y sanción 
se desprende la aducida violación de los derechos y 
principios constitucionales.

3. Ámbito y alcance de las disposiciones acu-
sadas

3.1. Antecedentes generales de la Ley 1259 de 
2008

La Ley 1259 de 2008, “por medio de la cual se 
instaura en el territorio nacional la aplicación del 
comparendo ambiental a los infractores de las nor-
mas de aseo, limpieza y recolección de escombros; y 
se dictan otras disposiciones” tuvo su origen en un 
proyecto de origen parlamentario que, según se lee 
en la correspondiente exposición de motivos, se ins-
piró en el propósito de crear una conciencia colectiva 
acerca del aseo ciudadano como factor de conviven-
cia, para enfrentar conductas trasgresoras en aspec-
tos tales como “… lanzar una colilla de cigarrillo a 

la calle en lugar de la cesta de basura parece algo 
normal para este tipo de personas, arrojar desde el 
vehículo en movimiento una bolsa de papel, o plásti-
ca les parece más cómodo que esperar unos minutos 
y llegar al sitio apropiado para depositar los resi-
duos, pagarle unas monedas a un reciclador para 
que bote unos escombros a la vuelta de la casa, es 
mejor que buscar un vehículo apropiado y llevarlos 
a la escombrera municipal, sacar la bolsa de basura 
en cualquier momento, colocarla al pie de un poste, 
ojalá lejos de la residencia es lo más apropiado que 
esperar que pase el carro recogedor de la basura.” 
El proyecto, entonces partió de la base de que hay 
que “… hacer cumplir la normatividad legal exis-
tente y la que en el futuro se establezca, dirigidas 
a controlar el comportamiento social en cuanto al 
manejo de basura y escombros en los municipios de 
nuestro país …”, para lo cual se planteó la necesidad 
de imponer unas sanciones de contenido pedagógico 
y pecuniario.

De este modo, en el artículo 1º de la ley se ex-
presa que su objeto es “… crear e implementar el 
Comparendo Ambiental como instrumento de cultu-
ra ciudadana, sobre el adecuado manejo de residuos 
sólidos y escombros, previendo la afectación del me-
dio ambiente y la salud pública, mediante sanciones 
pedagógicas y económicas a todas aquellas perso-
nas naturales o jurídicas que infrinjan la normati-
vidad existente en materia de residuos sólidos; así 
como propiciar el fomento de estímulos a las buenas 
prácticas ambientalistas”.

En el artículo 4º de la ley se describen los suje-
tos pasivos del comparendo ambiental, de manera un 
tanto ambigua, puesto que, al paso que inicialmente 
se señala que lo son “… todas las personas naturales 
y jurídicas que incurran en faltas contra el medio 
ambiente, el ecosistema y la sana convivencia …”, 
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siguientes términos: “… sean ellos propietarios o 
arrendatarios de bienes inmuebles, dueños, geren-
tes, representantes legales o administradores de todo 
tipo de local, de todo tipo de industria o empresa, las 
personas responsables de un recinto o de un espacio 
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tivas, conductores o dueños de todo tipo de vehículos 
desde donde se incurra en alguna o varias de esas 
faltas mediante la mala disposición o mal manejo de 
los residuos sólidos o los escombros”, con lo cual la 
condición de destinatarios parecería restringirse a las 
personas que cumplan esas condiciones.

En los artículos 5º y 6º de la ley se hace la deter-
minación de las infracciones sancionables mediante 
el Comparendo Ambiental, “… por representar un 
grave riesgo para la convivencia ciudadana, el óp-
timo estado de los recursos naturales, el tránsito 
vehicular y peatonal, el espacio público, el buen 
aspecto urbano de las ciudades, las actividades co-
���	
�������	���	
������������� ���������*�	
���
���
medio ambiente y la buena salud de las personas, 
es decir, la vida humana.” Se enuncian las siguien-
tes infracciones:

1. Sacar la basura en horarios no autorizados por 
la empresa prestadora del servicio.

2. No usar los recipientes o demás elementos dis-
puestos para depositar la basura.
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3. Disponer residuos sólidos y escombros en si-
tios de uso público no acordados ni autorizados por 
autoridad competente.

4 Disponer basura, residuos y escombros en bie-
nes inmuebles de carácter público o privado, como 
colegios, centros de atención de salud, expendios de 
alimentos, droguerías, entre otros.

5. Arrojar basura y escombros a fuentes de aguas 
y bosques.

6. Destapar y extraer, parcial o totalmente, sin 
autorización alguna, el contenido de las bolsas y re-
cipientes para la basura, una vez colocados para su 
recolección, en concordancia con el Decreto 1713 de 
2002.

7. Disponer inadecuadamente animales muertos, 
partes de estos y residuos biológicos dentro de los 
residuos domésticos.

$!� ����������� 	
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barrido y recolección de la basura y escombros.

9. Almacenar materiales y residuos de obras de 
construcción o de demoliciones en vías y/o áreas  
públicas.

10. Realizar quema de basura y/o escombros sin 
las debidas medidas de seguridad, en sitios no auto-
rizados por autoridad competente.

11. Improvisar e instalar sin autorización legal, 
contenedores u otro tipo de recipientes, con destino a 
la disposición de basura.

12. Lavar y hacer limpieza de cualquier objeto en 
vías y áreas públicas, actividades estas que causen 
acumulación o esparcimiento de basura.

13. Permitir la deposición de heces fecales de 
mascotas y demás animales en prados y sitios no 
adecuados para tal efecto, y sin control alguno.

<�!� ����
� ���� ���
��� �� 
����
� 	��	
� 

� ���
��-
ca, comercializa, recicla o se transforman residuos  
sólidos.

15. Fomentar el trasteo de basura y escombros en 
medios no aptos ni adecuados.

16. Arrojar basuras desde un vehículo automotor 
o de tracción humana o animal en movimiento o es-
tático a las vías públicas, parques o áreas públicas.

17. Disponer de Desechos Industriales, sin las 
medidas de seguridad necesarias o en sitios no auto-
rizados por autoridad competente.

18. El no recoger los residuos sólidos en los hora-
rios establecidos por la misma empresa recolectora, 
salvo información previa debidamente publicitada e 
��\����	����	
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En el artículo 7º de la ley se establecen las sancio-
nes aplicables, dentro de las cuales, en el ámbito de 
este proceso, cabe mencionar la citación al infractor 
para que reciba educación ambiental, durante cuatro 
horas, la obligación de prestar un día de trabajo so-
cial en caso de reincidencia, y, en todo caso, la multa 
hasta por dos salarios mínimos mensuales vigentes 
por cada infracción, si es cometida por una persona 
natural.

En el Capítulo IV de la Ley se dispone cuales se-
rán las entidades responsables de la instauración y 
aplicación del comparendo ambiental. Cabe destacar 
que, de acuerdo con el artículo 8º, el comparendo 
ambiental debe instaurarse en todos los municipios, 

para lo cual el respectivo concejo municipal deberá 
expedir el reglamento respectivo.

Se establece en la ley que el responsable de la 
aplicación de la sanción por Comparendo Ambiental 
será el respectivo alcalde, quien podrá delegar en el 
Secretario de Gobierno o en quien haga sus veces, 
o en el Secretario de Tránsito o en la autoridad que 
haga sus veces, cuando las infracciones ambientales 
en vías o espacios públicos se ocasionen desde ve-
hículos automotores o de tracción humana o animal. 
No obstante lo anterior, dispone la ley que “… la Po-
licía Nacional, los Agentes de Tránsito, los Inspecto-
res de Policía y Corregidores serán los encargados 
de imponer directamente el Comparendo Ambiental 
a los infractores”. (Parágrafo 1° del artículo 9º).

El capítulo V de la ley se destina a regular la ma-
nera cómo se aplicará el comparendo ambiental, para 
lo cual dispone, en primer lugar, que las empresas 
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o mixtas, en su ámbito, harán periódicamente censos 
de puntos críticos a ser intervenidos por medio del 
Comparendo Ambiental y que el mismo se aplicará a 
partir de dichos censos, de las denuncias formuladas 
por la comunidad, o del hecho de que alguien sea 
sorprendido en el momento mismo de cometer una 
infracción contra las normas de aseo y de la correcta 
disposición de escombros por un agente de tránsi-
to, un efectivo de la Policía, o cualesquiera de los 
funcionarios investidos de autoridad para imponer el 
comparendo.

El capítulo se ocupa también de las previsiones 
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ción en torno a la entrada en vigencia del comparen-
do ambiental (Art. 17) y de las campañas de pedago-
gía sobre cultura ciudadana en el manejo de basuras 
y escombros (Art. 16).
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acusadas

En el anterior contexto general se inscriben las 
disposiciones que han sido acusadas en este proceso 
y cuyo alcance se examina a continuación.

De manera amplia puede señalarse que, al paso 
que para los demandantes, algunos intervinientes 
y, parcialmente, el Ministerio Público, las normas 
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la actividad que se realiza por los recicladores in-
formales de basura, para otros intervinientes dichas 
disposiciones generan un impacto positivo desde la 
perspectiva de la protección del medio ambiente, en 
tanto promueven prácticas de recolección, manejo 
y disposición de residuos sólidos y escombros que 
se ajustan en una mayor medida a los estándares 
y protocolos de salubridad pública, sin que pueda 
sostenerse que proscriban la actividad del reciclaje 
informal o tengan un efecto de exclusión sobre las 
personas que se dedican a ello, puesto que, simple-
mente, buscan que dicha actividad se adelante bajo 
ciertos parámetros normativos mínimos, que la ha-
gan compatible con el ambiente sano y la preserva-
ción del espacio público.

Para este último grupo de intervinientes, la pre-
visión de ciertas sanciones para conductas que la ley 
considera inadecuadas, no da lugar a una actuación 
arbitraria de las autoridades municipales, que pueda 
obrar en desmedro de determinados sectores sociales, 
puesto que, en todo caso, se remite a competencias 
regladas en la normativa existente sobre la materia.
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de las disposiciones acusadas.

3.2.1. De acuerdo con el numeral 6 del artículo 6º 
de la Ley 1259 de 2008, está proscrito destapar y ex-
traer, parcial o totalmente, sin autorización alguna, el 
contenido de las bolsas y recipientes para la basura, 
una vez colocados para su recolección, en concor-
dancia con el Decreto 1713 de 2002.

Una aproximación desprevenida a esta norma po-
dría llevar a la conclusión de que a través de ella se 
regula, de manera general y abstracta, y, por consi-
guiente, neutra, un asunto que tiene que ver con la 
conservación del ambiente y del espacio público, en 
cuanto que se busca evitar que los diversos residuos 
sean extraídos sin autorización. En la medida en que 
la norma remite a lo dispuesto en las disposiciones 
ambientales, particularmente, en el Decreto 1713 de 
2002, debe entenderse que todas las personas que son 
sus destinatarias, y no únicamente los recicladores, 
pueden realizar las actividades allí previstas siempre 
que para ello cumplan a cabalidad con la regulación 
vigente en materia ambiental.

De este modo, se tendría que la norma establece, 
de manera general, una infracción, sin que pueda te-
nerse como dirigida a un conjunto determinado de 
personas, y sin que, por consiguiente, se le pueda 
atribuir el alcance de prohibir la labor que cumplen 
los recicladores de la calle.

Desde la óptica de los demandantes, sin embargo, 
que es compartida por el Ministerio Público, los reci-
cladores, como grupo marginado de la sociedad, han 
venido desarrollando, desde tiempos inmemoriales, 
una actividad de la que derivan su subsistencia y que 
ahora, por la forma como quedaron redactados los 
apartes cuestionados de la Ley, podría verse proscri-
ta y penalizada.

En ese contexto, observa la Sala Plena los si-
guientes aspectos:

a) No cabe, como se hace en la disposición que es 
objeto de revisión, remitirse al reglamento para esta-
blecer el alcance normativo de la ley, sino que lo que 
����
	
�

���������������

���

��

�����
�������
�����
��
ámbito estricto del reglamento, el cual no puede, ni 
ampliar, ni restringir los alcances de la ley.

b) No obstante lo anterior, se hace notar que, aun-
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moción de la cultura ciudadana en materia de aseo y 
no hace alusión expresa a la actividad que cumplen 
los recicladores, se remite a normas reglamentarias 
que, en un contexto mucho más amplio, contemplan 
el deber para las autoridades municipales de garanti-
zar la participación y la inclusión de los recicladores 
y del sector solidario, en la gestión de los desechos 
sólidos12, y que, incluso, contienen una infracción 
como la que ahora es objeto de examen, en la que 
sin embargo, destaca la Corte, se prevé, de mane-
ra expresa, la situación de los recicladores. Así, en 
el Decreto 605 de 199613, se incluyó un capítulo de 
prohibiciones y sanciones, dentro del cual, en el ar-
tículo 104, entre las prohibiciones a la ciudadanía, 
se incluyó aquella conforme a la cual “4. Se prohíbe 
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de 2003.
13 El Decreto 605 de 1996 fue derogado por el artículo 131 

del Decreto 1713 de 2002, salvo el Capítulo I del Título 
IV, sobre prohibiciones y sanciones.

a toda persona ajena al servicio de aseo o a pro-
gramas de reciclaje aprobados, destapar, remover o 
extraer el contenido total o parcial de los recipientes 
para basuras, una vez colocados en el sitio de reco-
lección”. (Subrayado ajeno al texto).

c) De este modo, al paso que las normas regla-
mentarias aludidas contemplan de manera expresa la 
inclusión de los recicladores informales en los siste-
mas de tratamiento integral de las basuras, en la ley 
parcialmente demandada se omitió toda considera-
ción sobre el particular. Sin embargo, como quiera 
que en la descripción de la infracción susceptible de 
sancionarse, en este caso, con el comparendo am-
biental, se incluye la condición de que la actividad 
se realice “sin autorización”, cabría entender que 
quienes actúen amparados en programas de reciclaje 
aprobados por las respectivas autoridades municipa-
les, cuentan con la autorización necesaria para, en 
los términos de tales programas, destapar los reci-
pientes para basuras, una vez colocados en el sitio de 
recolección, para extraer de ellos el contenido apro-
vechable para reciclar.

d) El problema, entonces, puede atribuirse a la 
falta de una previsión expresa en la norma acusada 
que deje a salvo la actividad de los recicladores in-
formales y a la posibilidad de que, en ausencia de 
la misma, los operadores jurídicos consideren que la 
sanción prevista en la norma se aplica de manera in-
discriminada a la labor que cumplen los recicladores 
informales.

e) La disposición del numeral 6 del artículo 6° de 
la Ley 1259 de 2008 no regula la realidad de los reci-
cladores informales, sino que se inscribe en un con-
texto de cultura ciudadana. Sin embargo, dado que 
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sin autorización los recipientes, no por desperdigar o 
dejar regada la basura que haya sido dispuesta para 
su recolección, parecería orientarse a restringir la ac-
tividad que, típicamente, cumplen los recicladores 
informales.

f) Concluye, así, la Corte, que aunque la norma 
se incorporó en un proyecto de cultura ciudadana, 
puede afectar de modo directo una realidad distinta, 
cual es la del reciclaje informal y que su efecto, en 
la medida en que no tiene previsiones expresas sobre 
la manera de armonizar la infracción en ella prevista 
con la labor que cumplen los recicladores, puede te-
ner una alcance prohibitivo o altamente restrictivo de 
la labor que realizan esas personas.

3.2.2. De acuerdo con el numeral 14 del artículo 
6º de la Ley 1259 de 2008, constituye infracción, que 
da lugar a la imposición del comparendo ambiental, 
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cializa, recicla o se transforman residuos sólidos.

Para algunos intervinientes y para el Ministerio 
Público, no puede decirse que en este caso se esté 
ante una norma sancionatoria abierta y en blanco, 
que proscriba, per se, la actividad que desarrollan 
los recicladores informales, toda vez que el concepto 
de “mal manejo” empleado por la disposición remi-
te a la consideración de las normas ambientales que 
regulan el adecuado manejo de las basuras. De este 
modo, sólo incurre en la infracción prevista en la dis-
posición acusada, quien desarrolle actividades que 
vayan en contravía con las disposiciones que regulan 
las operaciones que se realizan en los sitios donde 
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residuos sólidos.

Sin embargo, puede observarse que un recuen-
to de la normatividad reglamentaria aplicable a los 
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transforman residuos sólidos, muestra un desarrollo 
centrado en torno a la manera como deben llevarse 
a cabo esas actividades por los operadores formales 
del servicio público de aseo. Aunque en esos regla-
mentos se han incorporado normas que aluden a la 
necesidad de garantizar la participación y la inclu-
sión de los recicladores y el sector solidario,14 los 
desarrollos de esas previsiones corresponden a las 
autoridades distritales y municipales. Debe hacerse 
notar que esas previsiones reglamentarias que dispo-
nen la inclusión de los recicladores, parten del su-
puesto de que la regulación de la materia en función, 
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ción del servicio, tendría un efecto de exclusión de 
un conjunto de personas que, de manera tradicional, 
han venido realizando la actividad y cuya participa-
ción, por consiguiente, debe hacerse imperativa, a 
partir de otros criterios.

Así, en ese escenario, el concepto de “mal ma-
nejo” no puede tomarse aisladamente, a partir de la 
connotación negativa que tiene en el lenguaje común 
la expresión “mal”, sino que ello debe hacerse en el 
contexto normativo en el que se desenvuelve la acti-
vidad y en el que, en principio, y sin una regulación 
expresa en la ley que aluda a la situación de los re-
cicladores informales, lo adecuado es el manejo que 
se da por los operadores formales y la tarea que ade-
lantan los recicladores quedará bajo la connotación 
de lo inadecuado, lo indebido o lo proscrito, hasta 
tanto las correspondientes autoridades distritales o 
municipales expidan las normas que permitan la par-
ticipación de los recicladores informales.

Así, sin una salvedad legislativa que remita a una 
consideración especial de los recicladores, la activi-
dad de estos queda sujeta a la valoración administra-
tiva, y, en principio, podría ser susceptible de ser ca-
�����	����������	
���	���
�������
��
\
����

�������
los estándares aplicables a los operadores formales 
del servicio de aseo.

Para la Corte, la disposición conforme a la cual se 
considera infracción darle mal manejo a sitios donde 
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residuos sólidos, sin una referencia legislativa expre-
sa orientada a hacer compatible esa previsión con la 
actividad que cumplen los recicladores informales, 
podría comportar para estos una restricción, puesto 
que, por decisión administrativa, podrían verse san-
cionados por no adecuar su actividad a los estándares 
aplicables, de manera general, a ese tipo de activida-
des, pero que no consultan su realidad particular.
14 Los Municipios y Distritos y los prestadores del servicio 

de aseo promoverán la participación de los recicladores 
que vienen efectuando actividades asociadas con el apro-
vechamiento en armonía con la prestación del servicio 
de aseo. Una vez se formulen y entren en ejecución los 
programas de aprovechamiento evaluados como viables 
y sostenibles en el Plan de Gestión Integral de Residuos 
Sólidos, se entenderá que el aprovechamiento deberá 
ser ejecutado en el marco de dichos Programas y con 
sujeción al reglamento que se determine para el efecto, 
en coordinación y armonía con los demás programas del 
Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos.

3.2.3. Finalmente, se tiene que, de acuerdo con el 
numeral 15 del artículo 6º de la Ley 1259 de 2008, 
puede dar lugar a la imposición del comparendo am-
biental el hecho de fomentar el trasteo de basura y 
escombros en medios no aptos ni adecuados.
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acudirse a la exposición de motivos del proyecto que 
condujo a la expedición de la Ley 1259 de 2008 y 
en la cual, de manera expresa, se cuestionó la prác-
tica ciudadana de “… pagarle unas monedas a un 
reciclador para que bote unos escombros a la vuelta 
de la casa …” o de “… sacar la bolsa de basura 
en cualquier momento, colocarla al pie de un poste, 
ojalá lejos de la residencia …” en lugar de hacerlo 
en los horarios apropiados del servicio de recolec-
ción de la basura.

De este modo, cabría señalar que, como se hace 
por algunos intervinientes, a partir del empleo del 
verbo rector “fomentar” y del criterio sentado en 
los antecedentes del proyecto, sería posible concluir 
que el comparendo ambiental no se aplicaría a quie-
nes cumplan las labores de transporte de basura o de 
escombros en medios no aptos ni adecuados, sino a 
quienes, de manera directa o indirecta, propicien que 
ello ocurra así.

Sin embargo, debe anotarse que, como se mani-
�
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la disposición acusada no es otro que garantizar que 
la recolección y el transporte de basura y escombros, 
se realice en medios vehiculares aptos, esto es, que 
cumplan con las condiciones técnicas y sanitarias 
que permitan salvaguardar la salud pública y el me-
dio ambiente.
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de aptitud recae, entonces, no sobre la conducta de 
quien propicia la actividad de transporte, sino sobre 
el vehículo utilizado para el efecto y, como se sos-
tiene por el Ministerio Público, una interpretación 
sistemática y teleológica de la citada disposición per-
mite inferir que su ámbito de cobertura se extiende al 
traslado como tal de la basura o de los escombros en 
medios de transporte no aptos o inadecuados.

No obstante que, aun con el anterior alcance, po-
dría argumentarse que la disposición tiene carácter 
general y abstracto, y que, por consiguiente, no tiene 
un efecto de exclusión en relación con determinados 
sectores sociales, puesto que lo que se proscribe es la 
utilización de medios que no sean aptos o adecuados 
para el transporte de basura o de escombros y que, 
por consiguiente, cualquier persona podría realizar la 
actividad, si se ajusta a las condiciones que se hayan 
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Corte sobre el hecho de que la reglamentación sobre 
la materia se ha expedido en relación con el servicio 
formal de recolección y transporte de basura y que, 
en general, puede decirse que la actividad desarro-
llada por los recicladores de la calle no cumple esas 
exigencias. Así, por ejemplo, en el Decreto 1713 de 
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vehículos transportadores de residuos sólidos, entre 
las cuales se encuentran las de ser motorizados, o, 
cuando se trate de Distritos y Municipios con más 
de 8.000 usuarios en el servicio público domicilia-
rio de aseo, contar con equipos de compactación de 
residuos.

Ni en la norma acusada, ni, en general, en la Ley 
1259 de 2008, existe una previsión orientada a regu-
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lar la actividad de transporte que se realiza por los re-
cicladores a partir de “zorras”, “carros de rodillo”, 
de “balineras” o “esferados”, la cual en la medida 
en que, claramente, no satisface los estándares que se 
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la adecuación del servicio de aseo, se vería proscrita 
por efecto de la disposición acusada.

3.2.4. Una vez establecido que las disposicio-
nes acusadas pueden tener, en general, un efecto 
de exclusión, proscripción y sanción de la activi-
dad que se cumple por los recicladores informales 
de basura, debe la Corte indagar si el mismo puede 
considerarse legítimo a la luz de la Constitución, 
en la medida en que atiende a la preservación del 
espacio público, el medio ambiente y la salubridad, 
o si, por el contrario, no obstante la validez de esas 
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a la Constitución por desconocer la realidad de los 
recicladores informales.

Con tal propósito la Corte se referirá a la juris-
prudencia constitucional sobre el Estado Social de 
Derecho; a la relevancia que, en ciertos casos, tiene 
el examen del contexto económico y social dentro 
del control abstracto de normas; a los deberes que se 
derivan de la Constitución para el Estado en relación 
con grupos tradicionalmente marginados y discrimi-
nados, y al concepto de mínimo vital, para, luego, 
examinar los distintos problemas de constitucionali-
dad que se han planteado.

4. Estado Social de Derecho, contexto econó-
mico y social, mínimo vital y deberes frente a gru-
pos marginados y discriminados

La jurisprudencia constitucional ha señalado que 
a partir de la cláusula del Estado Social de Derecho, 
en ocasiones, el análisis de constitucionalidad de las 
normas debe hacerse teniendo en cuenta el contexto 
económico y social en el que están llamadas a desen-
volverse, lo cual, a su vez, puede implicar una con-
sideración al derecho al mínimo vital y a los deberes 
de las autoridades en torno a la igualdad de grupos 
marginados y discriminados.

4.1. En la Sentencia C-776 de 2003 la Corte hizo 
un completo desarrollo de la doctrina constitucional 
sobre el Estado Social de Derecho como una forma de 
organización estatal encaminada a “realizar la justi-
cia social y la dignidad humana mediante la sujeción 
de las autoridades públicas a los principios, dere-
chos y deberes sociales de orden constitucional”15.

Señaló la Corte en esa sentencia que el principio 
del Estado Social de Derecho, en el ámbito de la re-
lación entre las autoridades y la persona individual-
mente considerada se ve reforzado por los principios 
fundamentales de la dignidad humana, el trabajo, la 
solidaridad (art. 1° de la C.P.) y la igualdad (art. 13 
de la C.P.), aspectos que, siguiendo la línea trazada 
por la Corte, pueden desarrollarse en los siguientes 
términos:

En relación con el principio fundamental de la 
dignidad humana, la Corte destacó que este com-
prende el derecho de las personas a realizar sus ca-
pacidades y “… a llevar una existencia con sentido, 
en un ambiente libre de miedo frente a la carencia 
15 Sentencia C-1064 de 2001, MM.PP. Manuel José Cepe-

da Espinosa y Jaime Córdoba Triviño (S.V., Magistrados 
Jaime Araújo Rentería, Alfredo Beltrán Sierra, Rodrigo 
Escobar Gil y Clara Inés Vargas Hernández).

de lo materialmente necesario e indispensable para 
subsistir dignamente”16. 

El trabajo como principio fundante del Estado 
Social de Derecho, implica la intervención del Es-
tado en la economía, “para dar pleno empleo a los 
recursos humanos y asegurar que todas las perso-
nas, en particular las de menores ingresos, tengan 
acceso efectivo a los bienes y servicios básicos”17 
(artículo 334 inciso 2° C.P.). En este sentido el dere-
cho al trabajo se encuentra en íntima conexión con la 
dignidad humana, puesto que es el medio a través del 
cual la persona puede satisfacer sus necesidades vita-
les y desarrollarse de manera autónoma, razón por la 
cual es objeto de especial protección constitucional 
(artículos 25 y 53 C.P.).

En cuanto hace a la solidaridad, como tercer pi-
lar del Estado Social de Derecho, puede decirse que 
es un principio fundamental que apunta a las obli-
gaciones que se imponen al Estado y a la sociedad 
frente a las personas que por razones individuales o 
estructurales, no están en condiciones de satisfacer 
de manera autónoma sus requerimientos vitales. De 
allí se desprenden, por ejemplo, las previsiones sobre 
la seguridad social (C.P. Artículo 48) o el deber de 
asistencia a las personas de la tercera edad o a los 
indigentes (C.P. Artículo 46) o la política de atención 
a las personas con discapacidad (C.P. Artículo 47), 
y otras, como las que se dirigen a enfrentar el pro-
blema del desempleo o a la atención integral de la 
población desplazada.

Finalmente, para la Corte, el principio y derecho 
fundamental a la igualdad, considerado en sus múlti-
ples manifestaciones, “… incluyendo la igualdad de 
oportunidades, la igualdad real y efectiva o las ac-
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marginados y de personas que por su condición eco-
nómica, física o mental, se encuentren en circunstan-
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senta la garantía más tangible del Estado Social de 
derecho para el individuo o para grupos de personas 
expuestos a sufrir un deterioro de sus condiciones de 
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de todas las personas merecen la misma considera-
ción y respeto en cuanto seres humanos”18. 

Para la Corte, las medidas que, en el marco de 
un Estado Social de Derecho se adopten por las au-
toridades con el propósito de asegurar y promover 
condiciones de vida dignas para la totalidad de la po-
blación, han de consultar la realidad fáctica sobre la 
cual habrán de surtir efectos, aspecto que, entonces, 
es preciso tener en cuenta cuando se trate de evaluar 
la constitucionalidad de tales medidas.

4.2. Como se puso de presente en la Sentencia C-776 
de 2003, la Corte Constitucional, en distintas oportuni-
dades, ha señalado que el contexto socioeconómico es, 
bajo ciertas condiciones, un factor que puede incidir en 
el resultado del examen sobre la constitucionalidad de 
una decisión adoptada por el legislador.

Entre las razones de orden jurídico que pueden 
dar lugar a ese análisis del contexto fáctico, la ju-
risprudencia ha enunciado el hecho de que la in-
terpretación constitucional debe responder a la cam-
biante situación nacional y a las particularidades de 
16 Sentencia C-776 de 2003.
17 Ibíd.
18 Sentencia C-776 de 2003.
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la realidad del país; o la necesidad de consultar las 
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cias en la capacidad administrativa de las entidades 
públicas, cuando se trate del desarrollo de derechos 
de carácter progresivo. Destaca en esta oportunidad 
la Corte, la consideración conforme a la cual resulta 
particularmente relevante referirse al contexto social y 
económico para el análisis constitucional de las leyes 
en materia económica, en cuanto que, tanto en el mo-
mento de su promulgación, como en el de su aplica-
ción práctica, deban hacerse consideraciones de equi-
dad, porque, como se ha señalado por la Corporación 
en materias tributarias, pero en desarrollo de criterios 
que son igualmente aplicables en otros ámbitos, co-
rresponde a la ley medir y distribuir las cargas entre 
las personas, “… según las capacidades y de acuerdo 
con la posición y necesidades de los distintos sectores 
sociales, teniendo en cuenta también la magnitud de 
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y las responsabilidades que, según su actividad, de-
ben asumir”19.�����]
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del contexto resulta imperativa cuando la aplicación 
de las normas objeto de examen puede producir un 
impacto sobre el mínimo vital de las personas, lo cual, 
a su vez, plantea la relevancia, para el caso concreto, 
no solo del derecho a la vida sino otros derechos so-
ciales, como la salud, o el trabajo, de los cuales depen-
de el goce efectivo del primero.20 

4.3. Los deberes del Estado en relación con 
grupos marginados

En la Sentencia T-291 de 2009 la Corte recordó 
que, en un Estado Social de Derecho, más allá de la 
perspectiva puramente formal, la igualdad se erige 
en un postulado que apunta a la realización de condi-
ciones de igualdad material, ámbito en el cual tiene 
particular relevancia la protección de grupos tradi-
cionalmente discriminados o marginados.

De acuerdo con la jurisprudencia, esa protección 
tiene una doble dimensión, en la medida en que com-
porta, por un lado, un mandato de abstención o in-
terdicción de tratos discriminatorios y, por otro, un 
mandato de intervención, a través del cual el Estado 
está obligado a realizar acciones tendientes a superar 
las condiciones de desigualdad material que enfren-
tan dichos grupos.21 
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que ahora estudia la Corte es la consideración con-
forme a la cual el Estado, en la primera de las re-
feridas dimensiones, debe “… abstenerse de ade-
lantar, promover o ejecutar políticas, programas o 
medidas que conduzcan a agravar o perpetuar la 
situación de exclusión, marginamiento o discrimi-
nación de grupos tradicionalmente desventajados en 
la sociedad”22. De manera especial, ha destacado la 
Corte que el mandato de abstención que se deriva 
del primer inciso del artículo 13 constitucional, no se 
dirige exclusivamente a evitar que se adopten por el 
Estado medidas, programas o políticas, abiertamente 
discriminatorios, sino que también está encaminado 
a “… evitar que medidas, programas o políticas, así 
estas hayan sido adoptadas bajo el marco de presu-
puestos generales y abstractos, impacten despropor-
cionadamente a grupos marginados o discriminados 
19 Sentencia C-925 de 2000.
20 Cfr. Sentencia C-776 de 2003.
21 Cfr. Sentencia T-291 de 2009.
22 Sentencia T-291 de 2009.

o, en otras palabras, los coloque en una situación de 
mayor adversidad”23. 

Puso de presente la Corte que “… la Constitu-
ción prohíbe, tanto las llamadas discriminaciones 
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o potencialmente prohibidos, para coartar o excluir 
a una persona o grupo de personas del ejercicio de 
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derivan de la aplicación de normas aparentemente 
neutras, pero que en la práctica generan un impacto 
adverso y desproporcionado sobre un grupo tradi-
cionalmente marginado o discriminado”24. 

Con todo, la Corte ha advertido que de lo anterior no 
se deriva que toda medida que genere un impacto adver-
so en un grupo marginado o discriminado esté proscrita 
por la Constitución, pero que sí conduce a la necesidad 
de acreditar, en cada caso concreto, que “… a pesar de la 
afectación desproporcionada para un grupo marginado, 
la medida, programa o política responde a condiciones 
de razonabilidad y proporcionalidad, y que la misma ha 
venido acompañada por otras acciones dirigidas a con-
trarrestar el efecto adverso que ha podido generar en un 
grupo marginado o discriminado”25. 

Puntualizó la Corte que, en ese escenario, dado que 
están en juego los derechos de grupos de especial pro-
tección, la medida debe superar un escrutinio judicial 
estricto26, que implica demostrar que la misma, “… a 
pesar de generar un efecto adverso en un grupo mar-
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M27”28. 

4.3.2. En cuanto hace al mandato de intervención, 
que, como se señaló, se desprende de la cláusula de 
igualdad, la jurisprudencia ha puntualizado que el mis-
mo alude al compromiso, tanto del Estado, como de los 
particulares, de remover los obstáculos de cualquier ín-
dole que se opongan al disfrute efectivo del derecho a 
23 Ibíd.
24 Ibíd.
25 Ibíd.
26 Ver entre otras, las Sentencias C-275 de 1999, MP: Al-

fredo Beltrán Sierra; C-371 de 2000, MP. Carlos Gaviria 
Díaz; T-500 de 2002, MP: Eduardo Montealegre Lynett; 
C-401 y C-964 de 2003, MP: Álvaro Tafur Galvis, C-667 
de 2006, MP: Jaime Araújo Rentería; C-075 de 2007, 
MP: Rodrigo Escobar Gil.

27 En relación con lo anterior, es importante reiterar que la pre-
sunción de discriminación y el juicio estricto de igualdad, se 
predica no sólo de diferenciaciones basadas explícitamente 
en un criterio sospechoso o potencialmente prohibido, sino 
que también se deriva de normas o actuaciones que pueden 
generar un impacto adverso y desproporcionado frente a un 
grupo marginado y discriminado. La precisión es importante, 
pues este impacto es el resultado de la aplicación de normas 
en principio neutras, que podrían llevar al juez a pensar que 
la intensidad que corresponde al juicio de igualdad debe ser 
leve.23 Por eso debe resaltar la Corte, que cuando se presenta 
un cargo de igualdad que se funda en los efectos adversos y 
desproporcionados que se generan para un grupo marginado 
o discriminado, por la aplicación de un norma aparentemente 
neutra, es a la autoridad acusada, a quien le corresponde en-
trar a demostrar, o bien que no existe el alegado impacto ad-
verso y desproporcionado, o que a pesar de que se presenta, 
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sa que no puede ser alcanzada por medios menos onerosos en 
términos de la afectación de determinado grupo poblacional.

28 Sentencia T-291 de 2009.
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la igualdad. Así, en el inciso segundo del artículo 13 de 
la Constitución Política, se señala como una obligación 
del Estado la de promover las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva, adoptando medidas a favor 
de grupos discriminados o marginados.

Ha dicho la Corte que lo anterior implica que, en 
presencia de grupos en condiciones de marginalidad 
y discriminación, las diferentes autoridades del Esta-
do están obligadas a adoptar todas aquellas medidas 
necesarias para lograr una mayor igualdad sustanti-
va, incluyendo en sus decisiones tratamientos acor-
des con tales situaciones.29 

En un contexto más amplio, para la Corte, el prin-
cipio de igualdad sustancial, constituye un objetivo 
del sistema político, que “… vincula, tanto a los po-
deres públicos como a los ciudadanos, en la trans-
formación del modelo de sociedad existente en otro 
ideal, más propicio a la satisfacción de las aspira-
ciones humanas en sus múltiples facetas”30. 

4.4. El derecho fundamental al mínimo vital
La jurisprudencia constitucional ha señalado que 

el derecho fundamental al mínimo vital, que tiene 
soporte, precisamente, en el artículo 13, en concor-
dancia con los artículos 1°, 2°, 11 y 85 de la Cons-
titución, adquiere especial relevancia en el contexto 
de la intervención del Estado en la economía, a la luz 
de lo dispuesto en el artículo 334 Superior.31 

El derecho fundamental al mínimo vital es un pre-
supuesto ineludible del Estado Social de Derecho y 
la garantía del mismo “… abarca todas las medidas 
positivas o negativas constitucionalmente ordenadas 
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en su valor intrínseco como ser humano debido a 
que no cuenta con las condiciones materiales que le 
permitan llevar una existencia digna”32. 

De acuerdo con la jurisprudencia, el derecho funda-
mental al mínimo vital presenta una dimensión positiva y 
una negativa. La primera, alude a la obligación subsidia-
ria que tiene el Estado de garantizar a todas las personas 
“… las condiciones materiales de su existencia, las pres-
taciones necesarias e indispensables para sobrevivir dig-
namente y evitar su degradación o aniquilamiento como 
ser humano…”33, cuando se encuentren en una situación 
en la que no puedan acceder a ellas autónomamente. De 
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Estado y para los particulares. En su dimensión negati-
va, por su parte, el derecho fundamental al mínimo vital, 
ha dicho la Corte, “…se constituye en un límite o cota 
inferior que no puede ser traspasado por el Estado, en 
materia de disposición de los recursos materiales que la 
persona necesita para llevar una existencia digna”34. 

Esta segunda dimensión del derecho se relaciona 
íntimamente con la autonomía de la persona como 
presupuesto para una vida en condiciones de digni-
dad, y con el carácter subsidiario que de allí se des-
prende para la arista positiva del derecho al míni-
mo vital. De este modo, el Estado debe asegurar, en 
primer lugar, las condiciones para que las personas, 
de manera autónoma, puedan satisfacer sus requeri-
mientos vitales y ello implica que, mientras no exis-
tan razones imperiosas, no puede el Estado restringir 
29 Cfr. Sentencia T-724 de 2003.
30 Sentencia C-952 de 2008.
31 Cfr. Sentencia C-776 de 2003.
32 Sentencia C-776 de 2003.
33 Ibíd.
34 Ibíd.

ese espacio de autonomía de manera que se compro-
meta esa posibilidad de las personas de asegurar por 
sí mismas sus medios de subsistencia.

De este modo, el Estado no puede, para la reali-
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límite inferior constitucionalmente establecido para 
garantizar la supervivencia digna de la persona. Por el 
contrario, el Estado está obligado a procurar y a man-
tener las condiciones materiales necesarias para que 
las personas puedan satisfacer autónomamente sus re-
querimientos vitales, aún cuando ello, en ocasiones, 
��
	��
������
�������������������
����
��Q�
�	
������-
tividad estatal. Así, por ejemplo, la Corte ha protegido 
el derecho al trabajo de los vendedores ambulantes, 
aún cuando eso pueda comportar una afectación del 
espacio público35, o el derecho de quienes utilizan 
vehículos de tracción animal dentro de los cascos ur-
banos, que es preciso armonizar con los requerimien-
tos de la seguridad vial36�!��
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relación con los recicladores informales de basura, en 
la Sentencia T-291 de 2009, la Corte consideró nece-
sario, en el caso concreto que fue objeto de considera-
ción, emitir órdenes de protección orientadas a frenar 
el impacto desproporcionado que sobre esas personas 
había recaído como consecuencia de la decisión de 
cerrar el basurero municipal en el cual realizaban las 
actividades de las que dependía su subsistencia.

5. Los recicladores como grupo marginado y 
discriminado que requiere especial protección 
constitucional

En la Sentencia T-291 de 2009, la Corte Consti-
tucional, después de precisar el alcance de los con-
ceptos de grupo social marginado y discriminado y 
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cladores como grupo social en Colombia, llegó a la 
conclusión de que no hace falta hacer mayor análisis 
para establecer que los recicladores informales ha-
cen parte de un grupo social tradicionalmente margi-
nado y discriminado37. Puntualizó la Corte que “[b]
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los que trabajan en los basureros, como los llama-
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extrema pobreza,38 marcados por altos niveles de 
discriminación y exclusión.39”40. Y agregó que esta 
es una población, que “… ha recurrido al recicla-
je informal ante la imposibilidad de encontrar otros 
medios de subsistencia”41. 
35 Ver, entre muchas otras, la Sentencia SU-360 de 1999.
36 Cfr. Sentencia C-355 de 2003.
37 En esa sentencia la Corte analizó la situación de un grupo 

de recicladores del basurero de Navarro, en la ciudad de 
Cali, que interpusieron acciones de tutela para solicitar 
la protección de su derecho a la vida digna en conexi-
dad con el derecho al trabajo, debido a la decisión de la 
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el relleno sanitario de Navarro, sin que se les hubiesen 
dado alternativas efectivas para el desarrollo de su acti-
vidad o para conseguir fuentes alternativas de ingreso.

38 La Fundación Civisol suministró a la Corte, diferentes 
videos que ilustran las condiciones de vida de varios de 
los recicladores de Navarro.

39 La Corte observó que varios estudios dan cuenta de que 
la informalidad en las actividades económicas genera 
exclusión social, y se remitió al realizado por Carpio 
Jorge, Klein Emilio e Irene Novacovsky, Informalidad y 
Exclusión Social. La economía informal: Mario Tejeriro. 
Abril 30 de 2004. Consultado en http://www.cep.org.ar

40 Sentencia T-291 de 2009.
41 Ibíd.
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Puntualizó la Corte en esa sentencia que los recicla-
dores informales sobreviven en un ambiente físico y so-
cial hostil,42lo cual se explica, entre otras razones, por 
el hecho de que “… tienen que enfrentar los múltiples 
estigmas sociales, que se generan por la simple asocia-
ción de una actividad, con elementos que la sociedad 
desecha.” Agregó la Corporación que, por otra parte, 
una de las dimensiones de la situación de marginamien-
to al que se ven abocados los recicladores, tiene que ver 
con la invisibilidad de su trabajo en términos de utilidad 
social. Así, expresó, no obstante que la actividad que 
durante años han realizado los recicladores, ha traído 
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de los efectos ambientales generados por los indiscri-
minados procesos de industrialización y de asentamien-
to urbano, no sólo no se les valora, sino que cada día se 
les invisibiliza más y que la tendencia es a excluirlos 
de las posibilidades de participar en una actividad que 
conocen bien, pero en la que ahora están presentes otros 
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des que se originan en el reciclaje.

Como se ha puesto de relieve en distintos estudios, 
la recolección de manera informal de los residuos 
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reciclaje, es, en los países de menor desarrollo, una 
alternativa de subsistencia para numerosas familias. 
Así, se ha indicado que, en países subdesarrollados, 
que cuentan con una creciente demanda industrial de 
materias primas baratas, el reciclaje informal sigue 
siendo una ocupación importante para individuos in-
digentes, dada la prevalencia de altos niveles de des-
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en la cobertura de los programas de seguridad social 
para la población más pobre y para desempleados.43 

De este modo, se tiene que los recicladores in-
formales constituyen un grupo social que, como al-
ternativa de supervivencia, se dedica al reciclaje de 
basuras, en condiciones de marginamiento y discri-
minación, razón por la cual, de acuerdo con los de-
sarrollos jurisprudenciales que se han presentado, el 
Estado, no solamente está obligado a adoptar las ac-
ciones positivas que sean necesarias para ayudarles 
a superar la condición de exclusión social en la que 
viven, sino que debe abstenerse de adoptar medidas 
que, aunque, con carácter general y abstracto, preten-
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mas, tengan un impacto desproporcionado sobre la 
actividad que, como medio de subsistencia, realizan 
los recicladores informales, sin ofrecerles de manera 
simultánea, alternativas adecuadas de ingreso.

Con todo, cabe anotar que es posible que, en el 
marco de la informalidad, se haya alcanzado cierto 
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grado de jerarquización interna, o determinados ni-
veles de ingreso, y que los convierta en agentes eco-
nómicos que participan de manera importante en un 
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dinámica económica que muestra al reciclaje como 
parte de una cadena productiva, no le resta, sin embar-
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se está ante una actividad de la cual deriva su sustento 
un grupo marginado, que, a más de ser un producto de 
42 Martín Medina. Reciclaje de Desechos Sólidos en Amé-

rica Latina. Consultado en: http://aplicaciones.colef.
mx:8080/fronteranorte/articulos/FN21/1-f21

43 Ibíd.

la marginalidad, es una vía alternativa de subsistencia 
que se ha desarrollado en un ambiente hostil y de ca-
rencia de oportunidades, y dentro del cual la informa-
lidad en sí misma es un factor de exclusión.

6. Análisis de los problemas jurídicos planteados
A la luz de las anteriores consideraciones se con-

cluye que el problema jurídico que en esta oportuni-
dad debe resolver la Corte consiste en establecer si 
la restricción que de las disposiciones demandadas 
puede derivarse para la actividad que cumplen los 
recicladores informales de basura, resulta contraria 
a la Constitución, por limitar de manera despropor-
cionada los derechos de un sector tradicionalmente 
marginado y discriminado.

En el acápite tercero de las consideraciones de 
esta providencia se estableció que las disposiciones 
acusadas pueden dar lugar a una afectación directa 
de la situación de los recicladores informales, por 
cuanto, no obstante estar redactadas en términos ge-
nerales y abstractos y, por consiguiente, en principio, 
neutros, pueden, en determinados contextos, tener un 
impacto especial sobre los recicladores informales, 
con efectos de exclusión, proscripción y sanción de 
las actividades que estos realizan.

Por otra parte, un análisis del contexto social y eco-
nómico en el que están llamadas a desarrollarse las me-
didas, muestra que las mismas afectan a un sector social 
que tiene en el reciclaje informal de basuras su único 
medio de subsistencia y que desarrolla su actividad en 
condiciones de marginalidad y de discriminación.

En esas condiciones, y de cara a las consideraciones 
esbozadas en esta providencia, encuentra la Corte que, 
no obstante que las disposiciones acusadas, aisladamente 
consideradas, obedecen a un propósito constitucional-
mente legítimo de preservar el medio ambiente, la sa-
lubridad y el espacio público, por la manera como están 
redactadas podrían dar lugar a que se afecte de manera 
desproporcionada al sector de los recicladores informa-
les, escenario en el cual estarían en contravía con man-
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Colombia como un Estado Social de Derecho.

La anterior conclusión se fundamenta en las si-
guientes consideraciones:

6.1. De las disposiciones demandadas puede de-
rivarse una afectación desproporcionada de la activi-
dad de los recicladores informales.

Esa falta de proporción resulta, en primer lu-
gar, del contraste entre los objetivos de promoción 
de cultura ciudadana en materia de aseo y preser-
vación del espacio público, el medio ambiente y 
la salubridad, y el efecto de proscripción al que 
pueden dar lugar las disposiciones acusadas en re-
lación con una actividad de la que deriva su sus-
tento un sector social tradicionalmente marginado 
y discriminado.

Para la Corte es claro, y así se establece, incluso, 
en disposiciones reglamentarias que son anteriores 
a la expedición de la ley de la que hacen parte las 
normas demandadas, que existen alternativas de tra-
tamiento integral de los residuos sólidos, que a la vez 
que promuevan un manejo adecuado de los mismos, 
desde la perspectiva ambiental y de conservación del 
espacio público y la salubridad, sean inclusivas de 
los recicladores informales. Las normas acusadas, 
sin embargo, desde una perspectiva enmarcada sola-
mente en el concepto de cultura ciudadana, adoptan 
una aproximación sancionatoria, sin contemplar de 
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manera expresa alternativas para los recicladores in-
formales que se verían desplazados de su actividad.

Por otra parte, el grado de ambigüedad en los tex-
tos, tanto de los que fueron demandados, como de 
los que establecen las competencias sancionatorias, 
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toridades de policía y de tránsito, lo cual no solamente 
genera un marco de incertidumbre en quienes desde 
hace muchos años han venido realizando una activi-
dad informal, sino que, como se ha dicho, en ausencia 
de una previsión legal que contemple expresamente 
la actividad de los recicladores, puede conducir a que 
la misma se encuadre dentro de lo inadecuado a la luz 
de los estándares que de manera general se aplican al 
manejo integral de las basuras y a la imposición del 
comparendo ambiental, con sus componentes pedagó-
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en el efecto de exclusión contrario a la Constitución.

No excluye la Corte la posibilidad de que se regu-
le de manera integral la actividad de los recicladores 
y que en esa regulación se establezcan objetivos de 
manejo que prevengan la afectación del ambiente, 
del espacio público y de la salubridad, e, incluso, que 
se establezcan sanciones para las conductas trasgre-
soras. Pero, por su redacción, las normas acusadas 
podrían interpretarse como orientadas a proscribir la 
actividad del reciclaje informal y sólo de manera in-
directa a prevenir sus eventuales efectos lesivos. Al 
hacerlo así, no solamente desconocen la realidad de 
los recicladores informales, sino que dan lugar a un 
señalamiento que afecta la dignidad de quienes ven 
cómo su única alternativa de subsistencia es catalo-
gada, per se, como infractora de normas mínimas de 
convivencia social y sometida a sanciones que, en 
el extremo, pueden traducirse en limitaciones de los 
derechos al trabajo y al mínimo vital.

De este modo, para la Corte, la falta de proporción 
de las medidas acusadas se aprecia en el contraste 
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salubridad y el medio ambiente, por un lado, y, por 
otro, la radical afectación que, en aplicación de las 
mismas, podría darse sobre las opciones vitales del 
sector de los recicladores informales.

6.2. El efecto de exclusión al que se ha hecho re-
ferencia, no solo es desproporcionado, sino que com-
porta una afectación del derecho a la igualdad en su 
dimensión de abstención.

Ya ha quedado claramente establecido que las 
normas acusadas pueden comportar una restricción 
desproporcionada de la actividad de los recicladores 
informales. Para la Corte, esa restricción es contraria 
a la Constitución porque afecta el mínimo vital y el 
derecho al trabajo, y desconoce el deber del Estado 
de garantizar espacios de autonomía para que las per-
sonas puedan procurarse el sustento y las condiciones 
de una vida con dignidad, o el deber subsidiario de 
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que permitan que quienes se ven privados de su medio 
tradicional de subsistencia, encuentren los escenarios 
adecuados para el desarrollo de una vida digna.

Los persistentemente elevados índices de desem-
pleo, las condiciones estructurales de pobreza y la si-
tuación de informalidad en la que sobreviven muchas 
personas, impone al Estado el desarrollo de políticas 
que enfoquen de manera integral esa realidad y hacen 

imperativo evaluar muy cuidadosamente, en cada caso, 
el impacto que dichas políticas puedan tener sobre sec-
tores marginados y discriminados. Así, en materia de 
aseo, de espacio público y medio ambiente, la actua-
ción del Estado no puede cumplirse a partir, exclusiva-
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ción técnica, o con un enfoque unilateral, centrado en 
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considerar el impacto que la misma puede tener sobre 
las condiciones de supervivencia de esos sectores mar-
ginados y excluidos de buena parte de las oportunidades 
que ofrece el desarrollo, bien sea para adoptar medidas 
que eviten o minimicen esos impactos, o para plantear, 
de manera simultánea, alternativas viables, que les per-
mitan una vida en condiciones dignas.

Como se ha dicho, en esos casos, cuando las po-
líticas públicas tienen un impacto negativo y despro-
porcionado sobre sectores marginados y discrimi-
nados, se impone un escrutinio judicial estricto en 
orden a establecer si se han adoptado medidas para 
evitar o mitigar el impacto, y si la mismas resultan 
adecuadas desde la perspectiva del mínimo vital, la 
dignidad y la autonomía de quienes resultan afecta-
dos, o si se han adoptado medidas alternativas que, 
a la luz de los distintos factores en juego, puedan 
tenerse como razonables y proporcionadas.

6.3. En el anterior contexto puede señalarse que para 
la Corte no es inconstitucional per se establecer como 
infracción las conductas de extraer sin autorización el 
contenido de los recipientes de basura, o utilizar me-
dios inadecuados para el trasporte de la misma, o dar 
mal manejo a los sitios donde se reciclan los residuos 
sólidos, pero que sí se advierte en determinados conte-
nidos de las disposiciones acusadas una oposición con 
la Constitución, que obedece al hecho de que, por la 
manera como están redactadas, pueden tener un alcan-
ce altamente restrictivo de las actividades que realizan 
los recicladores informales de basura, sin contemplar 
alternativas para garantizar su participación e inclusión 
en el marco de las labores que tradicionalmente han ve-
nido realizando como medio de subsistencia.

Cabe observar que, de conformidad con las dis-
posiciones vigentes en materia de gestión integral 
de los residuos sólidos, las autoridades distritales y 
municipales deberán garantizar la participación e in-
clusión de los recicladores y del sector solidario, de 
manera que los distintos municipios y distritos es-
tán habilitados para, de manera concertada con los 
recicladores, regular la actividad que estos realizan, 
de un modo que concilie sus requerimientos con las 
exigencias que plantea el adecuado manejo de los 
residuos sólidos urbanos. En otras palabras, dentro 
de una concepción integral del problema de mane-
jo de los desechos, es posible adoptar las medidas 
de regulación orientadas a evitar que la actividad de 
los recicladores informales vaya en contravía con 
los objetivos de aseo, manejo del espacio público y 
preservación del ambiente, como dejar tirada o es-
parcida la basura en la calle o en el andén, conducta 
que, como se admite en la demanda, a no dudarlo, sí 
amerita ser sancionada, sin recurrir, a priori, a me-
didas altamente restrictivas de las actividades de los 
recicladores de la calle, como las que en esta provi-
dencia se excluirán del ordenamiento mediante una 
decisión de exequibilidad condicionada.

6.4. Encuentra la Corte en este caso que no obs-
tante que las disposiciones demandadas obedecen a 
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tan acordes con la protección del medio ambiente, la 
convivencia ciudadana y la preservación de la salud 
pública, en tanto fomentan prácticas de recolección, 
manejo y disposición de residuos sólidos y escom-
bros, de acuerdo con estándares y protocolos adecua-
dos de salud pública, son susceptibles de interpretar-
se y aplicarse con un alcance que resulta lesivo de los 
derechos de los recicladores informales de basura.

Es la anterior dicotomía la que impone que la Corte 
acuda en este caso a una sentencia de exequibilidad 
condicionada que, al paso que permita mantener en el 
ordenamiento jurídico los contenidos de las disposi-
ciones acusadas que, no solamente no son contrarios 
a la Constitución, sino que, como se ha visto, obede-
cen a objetivos socialmente valiosos, excluya, como 
contrarios a la Carta, los contenidos normativos que 
es posible derivar de ellas y que tendrían un impacto 
lesivo sobre los recicladores informales de basura.

De este modo, la Corte preserva los mandatos ge-
nerales contenidos en las disposiciones acusadas, diri-
gidos a todas las personas naturales y jurídicas que in-
curran en las conductas en ellas previstas, en tanto que 
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se ha hecho alusión, en la medida que crean concien-
cia ciudadana, disuaden de ejecutar una manipulación 
errónea de los residuos y escombros que atente contra 
la convivencia ciudadana, la preservación del medio 
ambiente sano y la salubridad pública. Sin embargo, 
ante la eventualidad de que esas disposiciones pue-
dan ser interpretadas como una prohibición a la activi-
dad del reciclaje informal de basura, de la cual deriva 
su sustento un sector de la población en situación de 
marginalidad y exclusión social y por tanto, sujeto de 
especial protección del Estado, lo cual constituiría 
una afectación desproporcionada de los derechos a la 
igualdad y al trabajo y del deber de adoptar acciones 
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derá a excluir dicha interpretación contraria a la Cons-
titución Política, a través de una exequibilidad condi-
cionada, de manera que el comparendo ambiental no 
impida la labor de reciclaje informal, obviamente con 
el cumplimiento de los requerimientos previstos en la 
propia Ley 1259 de 2008, dirigidos a evitar la afecta-
ción del ambiente sano y la salud pública.

VII. Decisión
En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional, 

administrando justicia, en nombre del pueblo y por 
mandato de la Constitución,

RESUELVE:
Declarar la Exequibilidad de los numerales 6º, 

14 y 15 del artículo 6° de la Ley 1259 de 2008, en el 
entendido de que el comparendo ambiental no podrá 
impedir el ejercicio efectivo de la actividad de los 
recicladores informales.

Notifíquese, comuníquese, publíquese, insértese 
en la Gaceta de la Corte Constitucional y archívese 
el expediente.

Nilson Pinilla Pinilla, Presidente; María Victoria 
Calle Correa (Salvamento de voto), Mauricio Gon-
zález Cuervo, Juan Carlos Henao Pérez, Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo, Jorge Iván Palacio Pa-
lacio, (Salvamento de voto), Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub, Humberto Antonio Sierra Porto, Luis Er-
nesto Vargas Silva, Magistrados;  Martha Victoria 
Sáchica de Moncaleano, Secretaria General.

Salvamento de Voto de los Magistrados María 
Victoria Calle Correa y  Jorge Iván Palacio Palacio, 
a la Sentencia C-793 de 2009

Referencia: expediente D-7668
Demanda de inconstitucionalidad contra los nu-

merales 6, 14 y 15 del artículo 6° de la Ley 1259 de 
2008, “por medio de la cual se instaura en el territo-
rio nacional la aplicación del comparendo ambien-
tal a los infractores de las normas de aseo, limpieza 
y recolección de escombros y se dictan otras dispo-
siciones”

Demandantes:
Nohra Padilla Herrera, Néstor Raúl Correa He-

nao, Silvio Ruiz  Grisales y otros
Magistrado Ponente:
Doctor Gabriel Eduardo Mendoza Martelo
Con el acostumbrado respeto, a continuación ex-

ponemos las razones que nos llevaron a salvar el voto 
en la presente sentencia. La posición mayoritaria optó 
por dictar un fallo modulado frente a la declaratoria de 
exequibilidad de las disposiciones cuestionadas, por 
considerar que a pesar de tener un impacto despropor-
cionado frente a los recicladores informales de basura, 
resultaban idóneas para crear conciencia ciudadana, 
disuadían la manipulación errónea de los residuos y 
escombros que atenten contra la convivencia ciudada-
na, la preservación del medio ambiente y la salubridad 
pública, y por lo mismo condicionó de manera general 
su constitucionalidad a que “el comparendo ambiental 
no impida la labor de reciclaje informal”.

En nuestra opinión, la fórmula empleada en el con-
dicionamiento no supera el impacto desproporcionado 
que tienen las disposiciones cuestionadas frente a este 
grupo tradicionalmente marginado, porque dada su 
ambigüedad no garantiza adecuadamente los derechos 
de los recicladores informales ni responde cabalmente 
a la obligación de todas las autoridades de adelantar 
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factores que perpetúan la marginación y discrimina-
ción que existe frente a este grupo poblacional.

A pesar del aparente carácter general de las dispo-
siciones demandadas, su aplicación podía realmente 
ser asimilada a una prohibición de la actividad del 
reciclaje informal, dado que hasta el día de hoy, no 
existe una política que estimule el manejo de residuos 
sólidos con separación de los mismos en la fuente, si-
tuación que haría posible que los recicladores pudie-
ran recoger los residuos sin tener que abrir las bolsas o 
sin contar con contenedores cerrados para su transpor-
te. Las normas examinadas en el presente proceso si 
bien pueden desestimular el manejo irresponsable de 
los residuos sólidos, castigan directamente al grupo de 
los recicladores, y perpetúan los factores de margina-
ción y discriminación que rodean esta actividad.

Buena parte de los recicladores en Colombia, 
tanto los que trabajan en los basureros, como los 
llamados recicladores de calle, viven en condi-
ciones de extrema pobreza, marcados por altos 
niveles de discriminación y exclusión. No es di-
fícil comprender que los recicladores informales 
sobreviven en un ambiente físico y social hostil, 
y que medidas meramente sancionatorias como 
las consagradas en los numerales 6, 14 y 15 del 
artículo 6° de la Ley 1259 de 2008, perpetúan es-
tos patrones de marginación, pues responden cla-
ramente a una serie de estereotipos que terminan 
por ubicar a los recicladores en lo más bajo de 
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la sociedad y por generar una visión de que son 
molestos, huelen mal, suelen robar, entorpecen el 
tránsito, ensucian la ciudad. Es por ello, que un 
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nada ese patrón de discriminación y marginamien-
to, y lejos de contribuir a la revaloración de los re-
cicladores informales, perpetúa su invisibilización 
y exclusión al quedar en manos de cada autoridad 
de policía que aplique las disposiciones cuestiona-
das, valorar si imponer la sanción contribuye o no 
a la actividad del reciclaje informal.

Si bien es cierto que la regulación de los servicios 
públicos compete al legislador, y que el Estado puede 
tomar determinaciones que limiten la participación, la 
libre empresa y la libre competencia en la búsqueda de 
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o de la ampliación de su cobertura, lo cierto es que 
toda restricción al ejercicio de un derecho debe estar 
precedida por condiciones de razonabilidad y propor-
cionalidad, y cuando la medida adoptada tiene un im-
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un grupo tradicionalmente marginado, las autoridades 
están obligadas a demostrar que dicha restricción (i) 
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ante la inexistencia de mecanismos alternativos me-
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(iii) que es proporcionada en sentido estricto.

Las disposiciones legales demandadas afectan de 
manera desproporcionada derechos fundamentales 
de un sector social que vive en condiciones de mar-
ginalidad y discriminación, que derivan su sustento 
de la actividad de reciclaje informal, sin darles otra 
alternativa y por lo tanto, han debido ser retiradas del 
ordenamiento jurídico.

A nuestro juicio, las infracciones previstas en los 
numerales 6, 14 y 15 del artículo 6º de la Ley 1259 
de 2008 sancionadas con el comparendo ambiental, 
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sivos, los recicladores informales de basura, activi-
dad de la cual deriva su sustento un grupo social que 
vive en condiciones de marginalidad y discriminación, 
por tanto, sujeto de especial protección del Estado, por 
mandato del inciso segundo del artículo 13 de la Cons-
titución. Tanto es así, que si se excluyera la prohibición 
de extraer el contenido de los recipientes de basura o la 
infracción que alude al mal manejo de los sitios de reci-
claje, difícilmente se podría establecer cuáles serían los 
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sadas. De igual modo, en la medida en que el servicio 
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rencia a medios inadecuados de transporte de basura y 
escombros, necesariamente alude a los recicladores in-
formales que habitualmente realizan esta labor, para la 
cual no cuentan con los medios técnicos óptimos para 
la prestación del servicio de recolección y transporte de 
residuos sólidos y escombros.

Las prohibiciones impugnadas comportan una res-
tricción desproporcionada de la actividad de los re-
cicladores informales, porque afecta el derecho a la 
igualdad real y efectiva (art. 13 C.P.), el mínimo vital 
y el derecho al trabajo (art. 25) y desconoce el deber 
del Estado de garantizar las condiciones para que las 
personas puedan procurarse el sustento y las condicio-
nes de una vida con dignidad o de plantear alternati-
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quienes se ven privados de esa actividad, desarrollar 
otras labores de la cual deriven su sustento.

Acorde con los principios fundantes del Estado 
Social de Derecho, al momento de diseñar y adoptar 
políticas que pueden afectar a sectores marginados y 
discriminados, el Estado debe evaluar muy cuidado-
samente su impacto y dar alternativas acordes con la 
protección especial que garantice que la igualdad sea 
real y efectiva. La declaración de exequibilidad condi-
cionada no excluye que las prohibiciones establecidas 
en las disposiciones acusadas sigan siendo aplicadas 
a las personas que desarrollan labores de reciclaje in-
formal, en contravía de los preceptos constitucionales. 
Por consiguiente, los numerales 6, 14 y 15 de la Ley 
1259 de 2008, han debido ser declarados inexequibles.

Fecha ut supra,
María Victoria Calle Correa, Jorge Iván Palacio 

Palacio, Magistrados.
SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL
Tramitación de Leyes

Bogotá D. C., 5 de agosto de 2010
Señor Presidente:
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de ley número 83 de 2010 Senado, por la cual se 
adicionan, el inciso 2° del artículo 1° (Objeto) y el 
inciso 2° del artículo 8° de la Ley 1259 del 19 de 
diciembre de 2008 “por medio de la cual se instau-
ra en el territorio nacional la aplicación del com-
parendo ambiental a los infractores de las normas 
de aseo, limpieza y recolección de escombros; y se 
dictan otras disposiciones” me permito pasar a su 
despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado pro-
yecto de ley es competencia de la Comisión Quinta 
Constitucional Permanente, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Emilio Otero Dajud.
PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO  

DE LA REPÚBLICA
Bogotá D. C., 5 de agosto de 2010
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Quinta Constitucional y envíese 
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que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Armando Benedetti Villaneda.
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 84 DE 2010 

SENADO
por la cual se crea el fondo de compensación  

y equidad regional (FCER) en Colombia  
y se dictan otras disposiciones.

Artículo  1°. Fondo de compensación y equidad 
regional. Créase el Fondo de Compensación y Equi-
dad Regional (FCER), como un sistema de manejo 
separado de cuentas, sin personería jurídica, con el 
propósito de impulsar el desarrollo de municipios, 
distritos y departamentos situados en la periferia de 
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Colombia, la cual concentra más del 44% de la po-
blación total y el 60% de los habitantes con Necesi-
dades Básicas Insatisfechas NBI.

Dado que actualmente la periferia dispone de re-
cursos que en promedio son 14% menores en com-
paración con los recursos per cápita de los que dis-
ponen los municipios, distritos y departamentos del 
resto del país, lo que limita la capacidad para proveer 
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ra, el Fondo de Compensación y Equidad Regional 
(FCER), contribuirá al despegue económico de la 
periferia y a fomentar la igualdad de oportunidades 
para todas la regiones de Colombia.

El Fondo de Compensación y Equidad Regional 
(FCER), se regirá por los siguientes principios y cri-
terios:

Continuidad: Para que la política de asignación 
de recursos sea de largo plazo, es decir una política 
de Estado.

Integralidad: Para superar las condiciones es-
tructurales que mantienen a la población de la peri-
feria sumida en el atraso.

Fortalecimiento del capital humano: Como 
medida estratégica para la movilidad social y el de-
sarrollo económico de los habitantes de la periferia.

Focalización espacial: Debido a que la pobreza 
que afecta a los grupos focalizados en la periferia es 
persistente.

Artículo  2°. Componentes. El Fondo de Compen-
sación y Equidad Regional (FCER) se fundamenta 
en dos componentes: a) Nivelación de Recursos en-
tre las regiones del país: Para complementar el Siste-
ma General de Participaciones y lograr que los mu-
nicipios, distritos y departamentos eleven el gasto en 
salud y educación y b) Financiamiento de proyectos 
de impacto regional de conformidad con el artículo 
séptimo  (7º) de la presente Ley.

Artículo  3°. Fuente de Recursos. Los recursos 
del Fondo de Compensación y Equidad Regional 
(FCER),  tienen origen en: a) Un porcentaje del Pre-
supuesto General de la Nación, b) Un porcentaje de 
los recursos del Fondo Nacional de Regalías, direc-
tas e indirectas, c) Un porcentaje de las utilidades ge-
neradas por las concesiones y los procesos de priva-
tización d) Un porcentaje del Impuesto de Renta y e) 
Todas las demás que considere el gobierno nacional.

Artículo  4°. ^����	
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del Fondo de Compensación y Equidad Regional 
(FCER) en primera instancia, los municipios, dis-
tritos y departamentos de la periferia, señalados en 
el artículo primero (1º) de la presente Ley. Una vez  
logrado el propósito de la presente Ley el Fondo de 
Compensación y Equidad Regional (FCER), se hará 
extensivo a los demás municipios, distritos y depar-
tamentos que sobrepasen el índice de NBI promedio 
del país, siguiendo un orden de prelación de mayor 
a menor, hasta lograr su nivelación con el promedio 
nacional.

Artículo  5°. Administrador del Fondo de Compen-
sación  y Equidad Regional. Para el manejo y la admi-
nistración de los recursos del Fondo de Compensación 
y Equidad Regional, se creará un organismo del orden 
nacional responsable de coordinar las acciones en los 
diferentes territorios del país, el cual estará adscrito al 
Departamento Nacional de Planeación DNP.

Artículo  6°. Criterios de Asignación. Los recur-
sos del Fondo de Compensación y Equidad Regional, 
se distribuirán teniendo en cuenta la participación de 
la población pobre de los municipios, distritos y de-
partamentos  en el total nacional, y de acuerdo a un 
Plan de Inversión de corto, mediano y largo  plazo 
que diseñará el organismo administrador, en donde se 
contemplen los componentes de Nivelación de Recur-
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proyectos de impacto regional de conformidad con el 
artículo segundo  (2º) de la presente Ley.
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tículo segundo de la presente ley, deben hacer parte 
de una visión de desarrollo sostenible de los munici-
pios, distritos, departamentos y la Región en el largo 
plazo y no deben contemplar acciones aisladas sin 
posibilidad de continuidad.

Para poder acceder a los recursos a los que se re-
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departamentos deben reportar oportunamente y de 
conformidad a la reglamentación establecida por el 
Gobierno nacional, la información correspondiente a 
la ejecución presupuestal del año anterior.

Los municipios, distritos y departamentos tienen 
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través del indicador que para tal efecto establezca el 
Departamento Nacional de Planeación.

Parágrafo 1°. En el caso de que el municipio, dis-
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nivel inferior a la media Nacional por dos años conse-
cutivos, no tendrá acceso a los recursos del Fondo de 
Compensación y Equidad  Regional (FCER).

Si el municipio requiere acceder nuevamente a 
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acuerdo con las metas establecidas por el organismo 
administrador del Fondo de Compensación Regional 
(FCER).

Artículo  7°. Proyectos que se Financiarán con el 
Fondo de Compensación y Equidad Regional (FCER). 
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como prioritarios y de impacto nacional en el Plan de 
Inversión, teniendo en cuenta las siguientes áreas:

1. Educación y fortalecimiento del capital humano
2. Fomento Productivo y Empleo
3. Reducción del hambre y la desnutrición infantil.
4. Infraestructura de Transporte
5. Saneamiento Básico
6. Desarrollo Institucional
Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a par-

tir de su expedición y deroga todas las disposiciones 
contrarias.
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SENADORES REPRESENTANTES
JORGE ENRIQUE BALLESTEROS LUIS A. SERRANO 
AURELIO IRAGORRI HORMAZA JUAN CARLOS VILA 
BERNARDO ELÍAS VIDAL MARTÍN MORALES 
MILTON RODRÍGUEZ 
SARMIENTO DAVID BARQUIT ASIS 

MAURICIO LIZCANO ARANGO MARIO SUÁREZ FLÓREZ 
PIEDAD ZUCCARDI MIGUEL AMÍN 
FUAD RAPAG MATAR MIGUEL ARENAS 
EDUARDO MERLANO MORALES SANDRA VILLADIEGO 
ARMANDO BENEDETTY WILLIAN GARCÍA 
GERMÁN DARÍO HOYOS ALFREDO MOLINA 
JUAN LOZANO RAMÍREZ ÓSCAR HENAO 
CARLOS EDUARDO MERLANO 
MORALES RAFAEL ROMERO 

JOSÉ DAVID NAME CARDOZO VÍCTOR HUGO 
CARLOS ROBERTO VÉLEZ 
URIBE 

ROOSVELF RODRÍ-
GUEZ 

JUAN CARLOS VÉLEZ ELÍAS RAAD 

EFRAÍN CEPEDA SARABIA FELIPE FABIÁN ORO-
ZCO 

CARLOS BARRIGA PEÑARANDA ALBEIRO VANEGAS 
MIRYAM PAREDES AGUIRRE BÉRNER ZAMBRANO 
ROBERTO GERLÉIN ECHEVER-
RÍA 

JOSÉ BERNARDO 
FLÓREZ 

ARLETH CASADO DE LÓPEZ HERIBERTO HEREDIA 
GUILLERMO GARCÍA REALPE PEDRO PABLO PÉREZ 
BERNABÉ CELIS CARRILLO 
FUAD CHAR ABDALA 
ANTONIO DEL CRISTO GUER-
RA DE LA ESPRIELLA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Necesidad de un Fondo de Compensación y 

Equidad Regional (FCR)
Basada en un documento del Centro de Estudios 

Económicos Regionales (CEER) del Banco de la 
República1, he venido impulsando en las distintas 
regiones del país, la necesidad de crear un Fondo Na-
1 Bonet, Jaime y Alvis, Jorge. Bases para un fondo de 

compensación regional en Colombia. Serie Documentos 
de Trabajo sobre Economía Regional. Cartagena: Banco 
de la República. Diciembre de 2007.
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cional de Compensación y Equidad Regional como es-
trategia para superar las condiciones estructurales que 
mantienen a la población de la periferia del país sumida 
en el atraso, pues la continua reproducción de las con-
diciones de pobreza, que se transmiten por generacio-
nes, representa un obstáculo que no puede superarse 
solamente con los limitados recursos de que disponen 
los municipios pobres de estas zonas periféricas. En 
este estudio se señala, por ejemplo, que para romper el  
círculo de transmisión intergeneracional de la pobre-
za, es necesario que las tasas de cobertura educativa 
lleguen al 100% en el nivel de primaria, secundaria y 
media. Para lograr ese objetivo, se requiere la inver-
sión de recursos externos al de las economías locales.

El estudio focaliza a más de 500 municipios y se-
ñala que aproximadamente la mitad de la población 
colombiana está en condiciones económicas y socia-
les por debajo del promedio colombiano, situación 
que genera una gran inequidad en la provisión de 
bienes públicos entre los habitantes de las diferentes 
regiones del país.

Mientras Bogotá permanece a la cabeza de los in-
gresos per cápita, los departamentos de la periferia 
se mantienen en los últimos lugares: Caquetá, Cauca, 
Cesar, Córdoba, Chocó, Nariño, Norte de Santander, 
Magdalena y Sucre.

De igual forma, el estudio demuestra mediante di-
ferentes indicadores, la inequidad en el desarrollo de 
las regiones en el país, pues se evidencia que depar-
tamentos como Chocó, Vichada, La Guajira, Nariño 
o Bolívar entre otros, tienen un NBI por encima del 
índice Nacional, frente a los pocos que se encuen-
tran por debajo de este como Bogotá, Cundinamarca, 
Caldas, Risaralda, Quindío y Valle.

Así mismo, el reciente informe entregado por el 
PNUD, en donde se mide el índice de ingresos, edu-
cación y salud de la población, denominado “Infor-
me Regional sobre desarrollo humano para América 
Latina y el Caribe 2010���
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ra entre los seis (6) países de peor distribución del 

ingreso en el mundo, junto con Paraguay, Honduras, 
Panamá, Chile y Guatemala.

Consideramos que la creación de un Fondo de 
Compensación Regional contribuirá a adquirir la infra-
estructura y la tecnología adecuada para aprovechar al 
máximo el potencial productivo y tener acceso directo 
a las corrientes del comercio internacional, impulsar la 
generación de empleo y el mejoramiento de las condi-
ciones de vida de los sectores más vulnerables.

Pero para lograr este propósito, necesitamos in-
vertir más en infraestructura, en capital humano y en 
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traciones territoriales.

Cuando se tienen en cuenta los ingresos que los 
municipios generan localmente por concepto de in-
gresos tributarios, más los ingresos que son transferi-
dos, se encuentra que la periferia dispone de recursos 
que en promedio son 14% menores en comparación 
con los recursos per cápita de los que disponen los 
municipios del resto del país para proveer los ser-
vicios básicos a sus ciudadanos. De acuerdo con el 
mencionado informe, si se multiplica ese diferencial 
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ciarios, se obtiene el monto a transferir para cada uno 
de los municipios de la periferia, el cual asciende a 
1,6 billones de pesos anualmente.

Es así como el estudio permite demostrar de 
acuerdo al cálculo adelantado en el que se tuvo en 
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tura, que dichos requerimientos alcanzan los 7,3 bi-
llones de pesos para cinco (5) años.

El Fondo de Compensación y Equidad Regional  
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mayor o igual al 150% y que estén en la periferia del 
país: Siete departamentos del Caribe colombiano, Cau-
ca, Nariño, Buenaventura, Chocó y el Caribe antioque-
ño, la Amazonía, Norte de Santander y la Orinoquía.

Este Fondo de Compensación y Equidad Regio-
nal es estructurado por el CEER sobre tres pilares 
básicos:

1) Una estrategia de desarrollo productivo.
2) Una nueva ética de lo público.
3) Un Fondo temporal que dé a las regiones peri-

féricas un gran empuje económico (“big push”) para 
salir de ese equilibrio de bajos ingresos.

Como estrategia de desarrollo productivo, el 
fondo lograría mayores niveles de bienestar para la 
población de las regiones periféricas de Colombia a 
partir del reconocimiento de que no puede haber una 
dicotomía entre los objetivos de mayor crecimiento 
económico y los de reducción de las disparidades, 
pues son complementarios.

El segundo componente permitiría que la apertura 
económica sea más útil para el país pues es necesario 
que se cuente con la infraestructura de capital humano 
y físico para poder ser competitivos en el ámbito inter-
nacional. Adicionalmente se señala que la localización 
de las industrias en las zonas periféricas, especialmen-
te cerca de los puertos, puede generar condiciones para 
un mayor crecimiento a través del fortalecimiento de 
los mercados locales, consistente en un mayor empleo 
y la ampliación del consumo y la demanda de bienes 
al interior de los municipios periféricos.

Finalmente, el tercer componente, involucra una 
nueva ética de lo público, pues refuerza el anterior 
pilar en el sentido de que si bien las políticas para 
alcanzar mayores niveles de equidad son indis-
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pensables, es de vital importancia que se otorgue 
prioridad a la defensa de lo colectivo, y se vigile 
el buen uso de los recursos, condenándose social y 
jurídicamente la corrupción y el despilfarro de los 
bienes públicos.

Al respecto, es importante señalar que existen ex-
periencias exitosas en otros países del mundo, como 
Alemania, Brasil y Canadá, que han enfrentado el 
reto de la competitividad territorial a través de una 
compensación interna de su desarrollo. En este tema, 
estos países son modelos a seguir.

En resumen, en Colombia, el Fondo de Com-
pensación y Equidad Regional permitirá equilibrar 
las disparidades en la distribución de los recursos 
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país e incentivar el crecimiento económico de cor-
to, mediano y largo plazo.

LISTADO FIRMAS PROYECTO 
SENADORES REPRESENTANTES 

JORGE ENRIQUE BALLESTEROS LUIS A. SERRANO 
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BERNARDO ELÍAS VIDAL MARTÍN MORALES 
MILTON RODRÍGUEZ SARMIENTO DAVID BARQUIT ASIS 
MAURICIO LIZCANO ARANGO MARIO SUAREZ FLÓREZ 
PIEDAD ZUCCARDI MIGUEL AMIN 
FUAD RAPAG MATAR MIGUEL ARENAS 
EDUARDO MERLANO MORALES SANDRA VILLADIEGO 
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SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá D. C., 5 de agosto de 2010
Señor Presidente:
%���
�����	
���
�

�����
	�����
�������
������
����

de ley número 84 de 2010 Senado, por la cual se 
crea el fondo de compensación y equidad regional 
(FCER) en Colombia y se dictan otras disposiciones, 
me permito pasar a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es competencia 

de la Comisión Tercera Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamentarias 
y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Emilio Otero Dajud.
PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá D. C., 5 de agosto de 2010
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Tercera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
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�����Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
Armando Benedetti Villaneda.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Emilio Otero Dajud.
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